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I. INTRODUCCIÓN : SIGNIFICADO Y ALCANCE DE LA CUESTIÓN.

El análisis de la naturaleza de cualquier instrumento de los que in-
tegran el mundo del Derecho debe ir precedido del planteamiento de
una doble cuestión metodológica:

{*) El presente estudio constituye el capítulo II de la tesis doctoral del autor, leída
en el presente Curso 1967-70 en la Facultad de Derecho <ie la Universidad de Madr.iH. Kn
función de dicho carácter deben entenderse algunas de las referencias que se recogen
en el texto.
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¿Qué significado tiene el estudio mismo del problema? ¿Se trata de
un problema cuya solución viene imp.iesta únicamente por una mera
exigencia doctrinal y que resulta prácticamente inoperante o, por el
contrario, se trata de algo que se justifica sobradamente por su pro-
yección práctica, que trasciende de la estricta esfera dogmática para
manifestarse al mundo de la realidad viviente del Derecho?

La respuesta a estas interrogantes han de venir dadas por la propia
posición adoptada con respecto —naciendo de esta forma la segunda
cuestión— al concepto que se tenga de naturaleza jurídica.

El Derecho es un mundo integrado por multitud de normas que
tipifican figuras jurídicas individualizadas. No obstante, esta individuali-
zación : por una parte, todas estas figuras están en constante intercone-
xión, y, por otra, están integradas en distintos grupos normativos ca-
racterizados por su mayor o menor afinidad; lo que forma los institutos
jurídicos o familias normativas (1).

Generalmente, cuando el Ordenamiento jurídico trata cada uno de
los tipos normativos, lo delimita de una forma lo más adecuada posible
a la realidad social para cuya reglamentación ha sido necesario el
nacimiento de la norma; no obstante lo cual, esta delimitación resulta
normalmente insuficiente y la figura jurídica concreta precisa acudir a
otras normas que llenen sus lagunas, completando así su régimen ju-
rídico (2). Al preguntarnos «obre la naturaleza jurídica de una figura
de las que integran el Derecho, tratamos, en realidad, de adivinar cuál
sea el género o grupo normativo al que la misma pertenece (3); encua-

(1) Cfr. L. Lois ESTÉVEZ, Sobre el concepto de naturaleza jurídica, "Anuario c!e
Filosofía del Derecho", t. IV, 1956, págs. 158 y sigs.

(2) En torno al problema de las lagunas, prescindiendo de los estudios clásicos de
T. C. SAVICNY y de E. ZITELMANN (LOS fundamentos de la ciencia jurídica y Las la-
gunas del Derecho, respectivamente, en el volumen colectivo: "La Ciencia del Derecho",
Buenos Aires —Losada—, 1949, págs. 147 y sigs. y 289 y sigs.); vid., más recientemente,
las consideraciones de K. ENCISCH, en Introducción al pensamiento jurídico, Madrid
(Guadarrama), 1967, págs. 171 y sigs.

(3) Problema que, si en cualquier sector del Ordenamiento presenta dificultades,
éstas se multiplican al referirse a materias como la laboral, tan expuesta a la constante
mutación de los factores sociales, económicos y políticos, que la condicionan muy singu-
larmente, como afirma E. BORRAJO...; "las consideraciones de oportunidad, de conve-
niencia y de justicia, lastran, más o menos abiertamente, la esperada y querida cons-
trucción lógico-jurídica...". Cfr. Presupuestos políticos y criterios técnicos en la ela-
boración del Derecho del Trabajo, Prólogo a las Nociones de Derecho del Trabajo, de
F. SANTORO-PASSARELLI, trad. esp. por F. SUÁREZ, Madrid (IEP), 1963. pág. X. Sobre el
concepto y elección del grupo normativo, cfr. J. L. VILLAR PALASÍ: Derecha -administra-
tivo, t. I, Madrid (F. de Derecho), 1968, págs. 433 y sigs. y 459 y sigs.
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dramiento que, como se tratará de demostrar, reviste un indudable va-
lor doctrinal y práctico.

Al crear el Ordenamiento jurídico la Norma de Obligado Cumpli-
miento (4), delimitó, solo parcialmente, su régimen jurídico, quedando
muchas cuestiones sin resolver. Como quiera que la realidad social lleva
a abordar problemas concretos que no están resueltos en los preceptos
configuradore8 de la NOC, habremos de buscar la figura jurídica más
próxima, la más afín, para poder afrontar dichos problemas al amparo
del régimen jurídico que el Ordenamiento le confiere. Esto es, si de-
cimos que la NOC tiene naturaleza de Reglamentación o de Convenio Co-
lectivo, no es que pensemos que carece de substantividad propia y que su
caracterización es idéntica al de éstos, sino que, ante la falta de pre-
cepto específico, es necesario saber cuál es la norma «más cercana», la
normativa genérica a la que haya de acudirse.

En resumen, son principalmente la necesidad de conocer el régimen
de toda figura jurídica, en especial a efectos supletorios, y, en este tema
concreto, la problemática de los recursos, las que hacen preciso afrontar
el problema de la naturaleza jurídica de la NOC, que ?e convierte así en
piedra angular en el estudio de la misma.

La diversidad de problemas que plantea la naturaleza jurídica de la
Norma de Obligado Cumplimiento vamos a esquematizarlos (sin otro
valor que el puramente convencional) en formales, que afectan a la na-
turaleza jurídico-administrativa de la NOC en cuanto acto emanado de
la Administración y materiales o substantivos, relativos al significado de
la NOC en el complejo y pluriforme sistema español de fijación de
condiciones de trabajo.

La primera de las cuestiones que conviene abordar es la referente
a la unidad o pluralidad de naturaleza de las distintas figuras que com-
prende la genérica noción de NOC. A pesar de la diversificación en
los supuestos en que la autoridad laboral ha de actuar dictado una NOC,
¿cabe encontrar caracteres comunes? Y en este caso, ¿tienen estos ca-
racteres entidad suficiente para que se pueda hablar de la NOC como
figura jurídica esencialmente unitaria, o se trata quizá de simples as-
pectos instrumentales? La respuesta que se haya de dar a esta cuestión
conviene postergarla al tratamiento <1e otros aspectos de la naturaleza
jurídica de la NOC y que han de clarificar dicha respuesta.

(4) A lo largo de este trabajo se citará abreviadamente por su? siglas NOC.



JAIME MONTALVO CORREA

II . LA NORMA DE OBLIGADO CUMPLIMIENTO COMO ACTO ADMINISTKATIVO

NO NORMATIVO, O COMO DISPOSICIÓN GENERAL.

A) Planteamiento.

Es éste, sin ninguna duda, uno de los puntos básicos a resolver den-
tro del estudio de la naturaleza jurídica de la NOC, no sólo por el con-
fusionismo que cabe extraer de los textos positivos cuanto por la tras-
cendencia práctica que de la actitud que se adopte pueda derivarse.
Cuando la autoridad laboral dicta una NOC, es evidente que realiza
una actividad administrativa, en su doble sentido: subjetivo (en cuanto
que el acto emana de un órgano de la Administración) y objetivo (en
cuanto que no ae trata de un simpe acto material, no jurídico) (5); pues
bien, teniendo en cuenta que los actos jurídicos de la Administración han
de revestir una determinada forma y que, a estos efectos, los géneros con-
templados por nuestro Derecho vigente son disposiciones generales (6)
o normas y actos administrativos, no normativos, llamémoslos subjetivos,
particulares, concretos, etc., hemos de diferenciar nítidamente ambas
categorías —sin compartir la actitud doctrinal que no admite que sean
categorías diferenciadas (7)— y encuadrar a la NOC dentro de la que le
puede corresponder en nuestro sistema positivo.

(5) Vid. STS, 4.a, de 15 de diciembre de 1966, A/66, núm. 5.862; Ponente: señor BE>
CERRIL: "procede valorar el acto de la Administración (de dictado de la NOC) como un
acto administrativo en el sentido técnico del vocablo y a los efectos de ser susceptibles del
conocimiento en revisión por la jurisdicción contencioso-administrativa..."; asimismo, STS,
4.*, de 31 de octubre de 1967, A/67, núm. 4.249; Ponente: señor SUÁREZ, donde se habla ee
"acto administrativo en el ejercicio positivo de la actividad peculiar de la Administra-
ción". Sin entrar en la polémica acerca del concepto de función administrativa, tema
sobre el que puede consultarse la ya clásica exposición de M. HAURIOÜ: Précis de
D.roit Administratij el de Droit Public, París (Sirey), 9.a cd., 1919, págs. 39 y sigs., y
en la doctrina española, J. A. GARCÍA-TREVIJANO: Tratado de Derecho administrativo, t. I,
Madrid (RDPriv.), 2.» ed., 1968, págs. 51 y sigs., y F. GARRIDO FALLA: Tratado de De-
recho administrativo, vol. I, Madrid (IEP), 2." ed., 1961, págs. 24 y sigs.

(6) Terminología empleada, tanto por el BOE como por la Ley de Régimen Jurí-
dico de la Administración del Estado, Ley de Procedimiento Administrativo, etc.

(7) Partimos, pues, de acuerdo con la generalidad de la doctrina administrativa, del
reconocimiento de actos y norma en cuanto categorías jurídicas diferenciadas, sin com-
partir la tesis mantenida por el profesor GARRIDO FALLA, que incluye dentro de un con-
cepto unitario de acto administrativo, tanto al general como al concreto. Cfr. Tratado de
Derecho administrativo, vol. I, cit., págs. 365-366 y 380-382. Por su parte, J. M. BOQUERA
dirá... "que reglamentos y resoluciones no son más que especies del género actos admi-
nistrativos... Las peculiaridades del régimen jurídico de unos y otros (procedimiento,
comunicación a los interesados, impugnación, etc.) responden a su diferencia cu?ntitati-
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Sin necesidad de entrar en el análisis de cuál sea el significado de
la distinción de estas dos categorías jurídicas (8), basta tener presente
que, por lo que respecta a las NOC, la distinción no es puro academi-
cismo, y que de admitir que la NOC pertenece a una u otra categoría
dependerá no sólo la resolución de distintos aspectos sobre la naturaleza
de la misma, sino también el procedimiento a seguir y, en especial, el
régimen de impugnación de las NOC y la legitimación exigible en su
caso.

B) El problema en la doctrina y jurisprudencia.

Los textos legales nada parecen decir directamente sobre este punto,
«i bien de algunos preceptos se deriva un cierto reconocimiento de la na-
turaleza reglamentaria de la NOC. Así, por ejemplo, el artículo 5.° de
Decreto 720/1970, de 21 de febrero (BOE, 24-3). por el que se fija los
salarios mínimos interprofesionales, dice: «los Convenios Colectivos, Or-
denanzas Laborales, Normas de Obligado Cumplimiento y Disposiciones
Legales relativas a salarios en vigor a la promulgación de este De-
creto»... (9).

La escasa doctrina existente sobre el tema no es siempre coincidente.
En general, el problema no se aborda directamente. La mayoría de los
autores, al admitir, reproduciendo la postura adoptada al efecto con la
Dirección General de Trabajo, la naturaleza reglamentaria que tienen
las NOC, parecen reconocerlas carácter normativo (10). No obstante,

va... y no a diferencias cualitativas, de naturaleza jurídica, que no existe entre ellos".
Confróntese Los límites del poder de Ordenanza, en "Revista de Estudios de la Vida
Local", Madrid (IEAL), 1968, núm. 160, págs. 12 y 13 (separata).

(8) Sobre el alcance de la distinción entre actos y normas, puede consultarse J. L.
MEILÁN GIL: La distinción entre norma y acto administrativo, Madrid (ENAP), 1967;
E. GARCÍA DE ENTERRÍA: Recurso contencioso directo contra disposiciones reglamentarias
y recurso previo de reposición, RAP, Madrid, 1959, núm. 29, págs. 162 y sigs.; J. A.
GARCÍA-TREVIJANO : Tratado de Derecho administrativo, t. I, cit., págs. 285 a 288< J. L.
VILLAR PALASÍ: Derecho administrativo, t. I, cit., págs. 418-419.

(9) Fórmula que se viene repitiendo en los sucesivos Decretos, que fijan el "salario
mínimo interprofesional".

(10) A este respecto, resulta algo confusa la tesis de G. DIÉCUEZ CUERVO, en su
obra Deducción y solución de los conflictos laborales de intereses, Pamplona (Ed. Univ.
de Navarra), 1967, quien, iras afirmar en la pág. 138 que las normas de obligado cum-
plimiento son... "siempre decisiones administrativas" (nota 79)... "en el sentido actos
administrativos, es decir, actos no generales (como los legislativos), que se refieren a un
caso concreto", en páginas posteriores parece decidirse por el carácter normativo de las
NOC. Cfr. págs. 146 a 148. J. A. GARCÍA-TREVIJANO, en su Tratado de Derecho adminis-
trativo, t. I, pág. 308, afirma, de forma categórica, el carácter normativo de las NOC.
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tampoco falta quien, tratando directamente este punto, considera, que
la NOC «puede catalogarse más bien como un acto administrativo ge-
neral» (11).

La escasez de tratamiento doctrinal a este respecto viene compensada
por la preocupación e interés demostrado por la jurisprudencia.

El Tribunal Supremo mantiene una línea jurisprudencial favorable
al carácter reglamentario de la NOC. La Sentencia del Tribunal Supre-
mo de la Sala 4." de 15 de diciembre de 1966 (12) afirma...: «el estable-
cimiento de Normas (de Obligado Cumplimiento) en defecto de consenso
(Convenio Colectivo) como actividad y ejercicio de la facultad de reglar
o reglamentar un orden de trabajo»..., hablándose en la misma senten-
cia, y con referencia al dictado de las Normas de Obligado Cumplimien-
to, de... «aplicación normativa» y... «potestad reglamentaria de la Admi-
nistración» (13). Por su parte, la STS, 4.a, de 6 de abril de 1968 (14)
dice: ... «todo organismo, dotado de potestad reglamentaria —y la de
la Delegación Provincial para dictar Normas de Obligado Cumplimien-
to..., se apoya con plena evidencia en el artículo 8 de la Ley de 24 de
abril de 1958, y 16, número 4 del Reglamento de 22 julio del mismo
año, y en la autorización dada por la Dirección General— tiene también
facultad para la interpretación auténtica de sus propias normas ...». Al-
gunas otras sentencias, sin diferir esencialmente de este criterio, hablan
del carácter general del acto administrativo de dictado de la Norma de
Obligado Cumplimiento (15). Como ejemplo de la doctrina de nuestro
Alto Tribunal, con relación a este tema, bástenos reproducir algún pá-
rrafo de la Sentencia del Tribunal Supremo del 23 de diciembre
de 1967 (16), según la cual las Normas de Obligado Cumplimiento tienen
carácter de... «disposiciones específicas de rango puramente reglamen-
tario...; tales normas vienen a ser un sustitutivo, para aquellos casos
en que no se alcanza un Convenio Colectivo Sindical, y se publican en

(11) Cfr. J. A. SAGARDOY, en Notas sobre las normas de Obligado Cumplimiento,
Madrid, RPS, 1968, núm. 78, pág. 28.

(12) A/66, núm. 5.862; Ponente; señor BECERRIL.
(13) En análogo sentido, la sentencia del T. S. de la Sala 4.» de 4 de octubre de 1967

(A/67, núm. 4.139; Ponente; señor ARIAS RAMOS) habla de... "disposiciones jurídicas co-
rrectas dictada tras oír órganos competentes, como lo son las dos normas de obligado cum-
plimiento de que se trata, dictadas por la Dirección General"; STS, 4.*, de 8 de noviembre
de 1965. Jurisprudencia contencioso^tdministrativa (Ed. SantjUana), Madrid, 1965, nú-
mero 850. Se refiere al "dictado normativo por imposibilidad de acuerdo".

(14) A/68, núm. 2.056; Ponente: señor ARIAS RAMOS.
(15) STS, 4.», de 27 de abril de 1966, A/66, núm. 2.129; Ponente: señor OLIVES;

STS, 4.», de 31 de octubre de 1967, A/67, núm. 4.249; Ponente: señor SUÁREZ MANTEÓLA.
(16) A/67, núm. 5.041; Ponente: señor CRUZ CUENCA.
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el Boletín Oficial, ee dirigen a una pluralidad de destinatarios, y esta-
blecen determinadas condiciones de trabajo, teniendo un valor superior
al mero acto administrativo e interior al de la Ley formal, como mani-
festación del ejercicio de la potestad reglamentaria, equivalentes a las
Reglamentaciones de Trabajo, de cuya naturaleza participan como dis-
posiciones generales» (17).'

Las Resoluciones de la Dirección General de Ordenación del Trabajo
(hoy Dirección General de Trabajo) demuestran una evidente unanimi-
dad de criterio sobre el carácter reglamentario de las NOC. Valga, a
estos efectos, el contenido de la Resolución de la Dirección General de
Trabajo de 10 de abril de 1967 (18); lo que hace conveniente, no obs-
tante su extensión, la reproducción de algún Considerando de la mis-
ma. .. : «encajando la Norma dictada también dentro de los actos o dis-
posiciones administrativas de tipo general, disposiciones o actos que en
el presente caso tienen un procedimiento específico determinado en la
propia Ley de Convenios Colectivos y disposiciones complementarias, y
que, en todo caso, enmarcan más aproximadamente en el título VI, ca»
pítulo I, de la Ley de Procedimiento Administrativo en cuanto se rê
fiere aquélla a procedimiento para la elaboración de disposiciones de ca-
rácter general, carácter o naturaleza de la Norma que se acentúa aún más
cuando la misma, en analogía con los Convenios, se publica en el Bole*
tín Oficial del Estado o de la provincia, si así corresponde para que pro-
duzca efectos jurídicos, al igual que las disposiciones de carácter general,
según disponen para éstas los artículos 29 de la Ley de Régimen Jurídico
de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957 y 132 de la Ley
de Procedimiento Administrativo..., no cabe discutir la naturaleza de dis-
posición administrativa de tipo general como acto específico de regla-
mentación de los previstos en la Ley de 16 de octubre de 1942, que
tienen todas las NOC, puesto que el propio Tribunal Supremo, en su sen-
tencia de 9 de abril de 1966, recogiendo idéntico criterio que el mantenido
en la anterior sentencia de 27 de abril de 1965, al calificar los acuerdos
contenidos en los Convenios Colectivos, declara que quedan elevados a
la categoría de preceptos legales, y que la peculiar naturaleza del Convenio
Colectivo, nacido de la voluntad concorde de empresarios y trabajadores,
canalizada a través de las entidades sindicales que los encuadran, desbor-
dan el marco estrictamente contractual de las obligaciones laborales con-

(17) Doctrina ésta, posteriormente recogida en la STS, 4.*, de 16 de noviembre
de 1969, A/69, núm. 4.958; Ponente: señor SUÁBEZ MANTEÓLA.

(18) BOMT, X-1967, ref. 4^2.
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cretas para erigirse, en virtud del refrendo que le presta el Poder pú-
blico, en conjunto de normas de carácter abstracto y obligatorio que in-
cide sobre las relaciones entre los elementos intervinientes en la pro-
ducción con análoga eficacia imperativa que la asignada a los preceptos
legislativos y a las Reglamentaciones de Trabajo. Naturaleza o carácter
que indudablemente ha de alcanzar a las NOC, de conformidad con el
artículo 10 de la Ley de Convenios Colectivos, cuando la Autoridad la-
boral, a falta de acuerdo entre las partes, ha de dictar una norma es-
pecífica de reglamentación que regule las situaciones de hecho de que se
trate...; carácter de disposición general que tiene toda Norma..., refren-
dado por los Textos Legales, la Ley y el Reglamento de Convenios Co-
lectivos que califican aquélla, respectivamente, de norma específica de
reglamentación en el artículo 10 de la Ley, de Disposición, de Norma
específica de Obligado Cumplimiento y repetidamente de Norma.» (19).

C) La distinción acto-norma como premisa metodológica.

Después de la visión panorámica, y desde fuera de este punto con-
creto, es preciso afrontarlo, aunque sea de forma muy sintética. Hace
algunas líneas se afirmaba el indudable alcance de la distinción entre
normas, reglamentos o disposiciones generales (según la terminología le-
gal) y actos administrativos particulares; será preciso, por tanto, el pre-
guntarse si el instrumento jurídico, en el que se traduce la actuación ad-
ministrativa de la Autoridad laboral cuando dicta una NOC, tiene ca-
rácter reglamentario o es un simple acto administrativo (en su sentido
•de acto no normativo).

Fijemos brevemente los caracteres diferenciadores de ambas categorías
jurídicas de acuerdo con los criterios apuntados por la doctrina y la
jurisprudencia; sintetizando, los principales criterios son los siguientes:

1." Abstracción de la norma (disposición general o reglamento) fren-
te a la concreción del acto no normativo. «La norma jurídica se diferencia
de todo otro tipo de acto por contener preceptos objetivos e impersona-
les, es decir, abstractos, no referidos a situaciones jurídicas o materias
concretas» (20). Se dice que «la norma, al ser abstracta, precisa del acto

(19) Asmismo, puede consultarse: Resolución de la Dirección General de Ordenación
del Trabajo de 18 de junio de 1965 (BOMT, VIII-1965, ref. 6-89). Resolución de la
Dirección General de Ordenación del Trabajo de 17 de julio de 1965 (BOMT, VIII-1965.
referencia 7-158). Resolución de la Dirección General del Trabajo de 29 de julio de 1968
<B0MT, XI-9-60).

(20) Cfr J. LECUINA VILLA: Legitimación, actos administrativos generales y regla-
mentos, núm. 49 de esta REVISTA, Madrid, 1966, pág. 212.
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<jue la haga aplicar al caso concreto» (21). Más que fijar un criterio de-
limitador de ambas especies, la abstracción es un carácter que debe
acompañar a la norma jurídica.

2.° Se dice que la norma es genera], mientras que el acto es particu-
lar, ya 6e refiera tal generalidad a los destinatarios de la actuación ad-
ministrativa (22), ya a los supuestos de hecho (23). Este criterio carece
de identidad por sí mismo para diferenciar ambos instrumentos. Por una
parte, son muchas las normas con destinatario particular o determinado
y los actos que afectan a una pluralidad indeterminada de sujetos; ac-
tos, estos últimos, reconocidos expresamente por la LPA, en su artícu-
lo 46, 2 (24).

3.° Algún sector doctrinal atiende a un criterio finalista (25). Hay
que indagar el fin para el cual el Ordenamiento jurídico ha atribuido al
órgano concreto la potestad administrativa. Si esta finalidad es la de
cooperar a la integración del referido Ordenamiento, estamos ante una
norma. Por el contrario, el acto administrativo no pretende integrarse
en el Ordenamiento de forma permanente y estable. Este criterio teleo-
lógico como reconocen sus propios seguidores, no es por sí mismo de-
finitivo y su valor es puramente indiciario (26).

4.° También se ha acudido, por algunos autores, a un criterio ordi-
namentalista. «La actuación administrativa será un reglamento en cuanto
9e incruste en el Ordenamiento jurídico» (27). Importa, pues, resaltar
la fuerza innovadora del Reglamento; «es norma todo aquello que en-

(21) Cfr, J. L. VILLAR PALASÍ: Derecho administrativo, t. I. cit., págs. 420 y sigs.
(22) Criterio llevado a sus últimas consecuencias por F. GARRIDO FALLA: Tratado de

Derecho administrativo, t. I, cit., loe. eii., y por J. M. BOQUERA, loe. cit.
(23) Cfr. La esquematización doctrinal y jurisprudencial de J. L. MEILÁN GIL, en

La distinción entre norma y acto, cit., in loto, y, en especial, pág. 23 ¡-jara la distinción
en la doctrina, y págs. 25 a 29 para la jurisprudencia.

(24) La aceptación de este criterio no está muy extendida en la doctrina. Para la
crítica del mismo, cfr., por todos, E. GARCÍA DE ENTERRÍA: Recurso contencioso direc-
to .., cit., págs. 162 a 164.

(25) Cfr. S. SANTANIELLO: Gli atti amministralivi generali a contenuto no normativo,
Milán, 1963, pág. 63, y, en especial, M. S. GIANNINI: Prowedimenli amminislrativi gene-
rali e regolamenli ministeriali, en "Foro Italiano", 1963, III, págs. 9 y sigs.

(26) Cfr. LECUINA, en op. cit., pág. 215, para el cual "el criterio teleológico tampoco
es definitivo. Habrá casos en que será muy difícil conocer cuál es, en concreto, el fin
perseguido por el legislador. Pero como criterio indiciario nos parece suficiente".

(27) Cfr. L. MARTÍN-RETORTILLO: Actos administrativos generales y reglamentos,^
número 40 de esta REVISTA, 1963, pág. 249.
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riquece o empobrece el Derecho» (28), el reglamento posee carácter or-
dinamental, en tanto que el acto es ordenado (29). Este carácter del
acto, ya sea particular o general, se exterioriza en la consunción; esto
es, su cumplimiento lo consume en sí mismo, mientras que el cumpli-
miento de la norma, no sólo no la agota y consume, sino que, por el
contrario, la afirma (30).

5.° La doctrina ha acudido a otros múltiples criterios, más o menos,
conectados con los anteriormente citados, y así se habla de la «repetibili-
dad del contenido de la norma» (31), criterio que hace referencia al ca-
rácter no consuntivo del reglamento frente a la naturaleza consuntiva del
acto administrativo. Asimismo, se atiende, en ocasiones, a un puro dato
externo estrictamente formalista...: «son actos normativos aquellos a los
que el propio Ordenamiento ha atribuido fuerza normativa, disponiendo
que tales actos adopten una forma determinada en su exteriorización» (32).
Dada la uniformidad, en nuestro Derecho positivo, en cuanto a las
formas de exteriorizarse los actos y las normas, no parece que este cri-
terio pueda servirnos de forma inequívoca. Un acto administrativo pue-
de exteriorizarse bajo la forma de Decreto, mientras que una norma o
reglamento puede hacerlo como Orden Ministerial o Resolución de un
órgano inferior, pues la variedad de instrumentos, que integran nuestro-
Ordenamiento, sólo hace referencia al órgano que desarrolla la activi-
dad administrativa y no a la naturaleza del acto emanado.

Si es realmente confuso trazar una nítida línea divisoria entre la
norma y el acto (33), tal dificultad se acentúa cuando el instrumento-
objeto de análisis «pisa» zonas fronterizas y comparte caracteres de
ambas formas de actuación administrativa; problema que no es sino

(28) Cfr. la afirmación de AFFOLTER, recogida por J. L. VILLAR PALAS/, en Derecho
administrativo, X. I, cit., pág. 422.

(29) En contra de esta tesis, cfr. J. M. BOQUERA; LOS límites del poder de Orde-
nanza, cit....; "la Ley citada (LJCA) declaró que los reglamentos no eran fuentes del
Derecho o elementos integrantes del Ordenamiento jurídico. La nueva Ley 9¡túa, pues,
en un plano al Derecho u Ordenamiento jurídico, y en otro, a los actos y a las disposicio-
nes administrativas... En el supuesto de que-las disposiciones integraran el Ordenamiento
jurídico, los citados preceptos de la LJCA resultaran incomprensibles e imposible la
operación intelectual que la misma exige a los jueces" (págs. 9 y 10).

(30) Cfr. E. GARCÍA DE ENTERRÍA: Recursos contencioso directo, cit., pág. 164. Cri-
terio ordinalmente aceptado, entre otras, por la STS, 5.*, de 12 de febrero ¿•e 1966.
A/66, núm. 727; Ponente: señor CERVIÁ.

(31) Cfr. J. L. VILLAR PALASÍ, op. cit., págs. 420 y sigs.
(32) Cfr. LECUINA VILLA: Legitimación, actos administrativos generales y reglamen-

tos, cit., pág. 214.
(33) Cfr. J. L. MEILÁN GIL, op. cit., pág. 41.
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ana manifestación de la complejidad que frecuentemente se ofrece en
el campo de la realidad jurídica de diferenciar tajantemente conceptos
que están muy próximos. Es, por eso, conveniente buscar los criterios
óptimos, los más eficaces en la práctica que puedan servir como regla
en la mayoría de los casos (34). Si bien, teniendo presente que «cual-
quier criterio analítico dogmático que se pretenda buscar necesitará estar
contrastado con el Ordenamiento jurídico concreto» (35).

Valiéndonos de los elementos diferenciadores que se acaban de ex-
poner (36), corresponde volver a plantear las cuestiones sugeridas.

Si la actividad administrativa de dictar normas de obligado cum-
plimiento, para aquellos casos en que se realicen las previsiones lega-
les, se traduce en la emisión de unos determinados actos (en sentido
genérico) de la Administración laboral, ¿cuál es la naturaleza de los
mismos?

III. LA NORMA DE OBLIGADO CUMPLIMIENTO COMO ACTUACIÓN ADMINIS-

TRATIVA DUAL.

A) Insuficiencia del planteamiento unitario.

La Ley de Convenios Colectivos Sindicales de 24 abril de 1958 y
su Reglamnto no trazaron una figura única de NOC, sino que, según
«e vio, prevén distintos supuestos de dictado de la misma. No obstante,
a efectos de exposición, conviene buscar un supuesto tipo, al cual se
relacionará posteriormente con los restantes, para decidir sobre la na-
turaleza múltiple o unitaria de la NOC (cuestión a cuya respuesta ha-
bíamos quedado emplazados). Si por ser casi el único supuesto que se
plantea en la práctica, sería el que contempla la NOC por imposibili-
dad de acuerdo el que debiéramos adoptar, teniendo en cuenta que, a
efectos procedimentales, el supuesto más elaborado por el tenor de la
Ley, y al que se remiten constantemente los demás, es el previsto en el
artículo 8.° de la Ley y 13 del Reglamento, habrá de ser éste el que
nos sirva de base para el estudio de las cuestiones que siguen; los ci-

(34) Tal es la postura adoptada por D. VOLKMAR, en su tesis AUgemeiner Reckts-
satz und Einzelakt, Berlín, 1961, pág. 22, recogida por L. MARTÍN-RETORTILIO, en Actos
administrativos generales, cit., pág. 247.

(35) Cfr. MARTÍN-RETORTILLO, op. cit., pág. 249.

(36) Aun admitiendo el mayor o menor valor que en cada caso pueden, tener estos
criterios individualmente adoptados, preferimos que en la solución de dudas sean tenidos
en cuenta todos o, al menrw. algunos de ellos.
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tados preceptos tipifican el supuesto de NOC por incomparecencia de
una de las partes del Convenio Colectivo, válidamente citadas.

En principio, y quizá sin profundizar lo suficiente, cabe pensar que
la NOC es un acto administrativo, no normativo, en cuanto que se
dicta para resolver un supuesto de hecho concreto; una de las partes,
no asiste a las deliberaciones, los contratantes, a pesar de los intentos
de la Autoridad sindical y laboral para que lleguen a un acuerdo, no
consiguen alcanzarlo, el Convenio Colectivo, por cualquiera de las cau-
sas que se prevén, pierde su vigencia, etc.; no cabe duda que en todos-
estos casos la Administración pretende resolver con su actuación una
situación que, con independencia de que afecte a una pluralidad in-
determinada de sujetos (37), es muy concreta; la NOC se dicta para
resolver la específica cuestión planteada (38). Parecería entonces que la
actividad administrativa se traduciría en un acto general, no normativo.

Sin embargo, y por otra parte, la NOC parece integrar el Ordena-
miento jurídico. El hecho de que en una disposición específica (LCC
y su Reglamento) esté ya previsto el supuesto de dictado de la mis-
ma no le confiere carácter «ordenado», dado la indiscutible naturaleza
de la «Ley Cuadro», que tiene la Ley de Convenios Colectivos Sindica-
les (39). La NOC tiene el carácter ordinamental, lo que demuestra en
que su aplicación no la consume, sino que la reafirma. Es indudable
que es un acto administrativo (en sentido amplio de actuación de la
Administración) que «enriquece» el Derecho, según expresión utilizada
por la doctrina; esto es, un reglamento.

Si contemplamos la NOC desde su comienzo, resolución de la «es-
pecífica cuestión planteada», parece un acto no normativo. Si la con-
sideramos desde su fin, desde sus efectos, es indudable su apariencia
reglamentaria; ¿cuál es, en definitiva, su naturaleza?

(37) Cfr. J. A. SACARDOY, op. cit.. págs. 22 y 23.

(38) Aparte de lo dicho al tratar del significado material de los distintos supuestos
de dictado de la NOC —en especial por desacuerdo—. vid. STS, 4.a, de 31 de oc-
tubre de 1967 (A/67, núm. 4.249; Ponente: señor SUÁREZ). según la cual... "la autoridad
que dicta la Norma tiene una actividad específica de arbitro en determinado conflicto,
supliendo a la voluntad de los que en el Convenio intervienen..."; asimismo, vid. RDGOT
de 28 de julio de 1960 (BOMT, IV-7C), en la que se habla de. "NOC, resolviendo la&
diferencias acusadas en el transcurso del Convenio".

(39) Sobre el tema de las "leyes cuadro", cfr. E. GARCÍA DE ENTERRÍA: Legislación
delegada y control judicial. En el vol. "Legislación delegada, potestad reglamentaria y
control judicial", Madrid (Tecnos), 1970, pág. (,1, y bibiografía allí citada.
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B) La Norma de Obligado Cumplimiento supone una doble actua-
ción administrativa: acto y norma.

La solución a esta cuestión se desprende del propio tenor del Regla-
mento de Convenios Colectivos; en el cual, según la redacción dada al
mismo por Orden Ministerial de 18 de mayo de 1960, literalmente se
dice:

«Artículo 13. Efectos de la incomparecencia.—Si alguna de las
partes válidamente citada no concurriera a la reunión convocada, el
Presidente dará cuenta a la autoridad sindical, la cual trasladará lo
actuado al Delegado Provincial de Trabajo o, en su caso, a la Direc-
ción General de Ordenación del Trabajo, con petición de nuevo con-
venio, o, en su caso, con informe emitido por el Sindicato correspon-
diente, y solicitud de que la autoridad laboral dicte con carácter
obligatorio una disposición que resuelva la cuestión o cuestiones
planteadas por los solicitantes del convenio.

La Autoridad laboral, en plazo no superior a diez días, dictará
resolución razonada, admitiendo o rechazando la propuesta de nuevo
convenio, y en este segundo caso, aceptando o rechazando el dictar
la norma solicitada. En caso de decisión positiva, solicitará de la
Organización Sindical, al dictarla, el nombramiento de asesores re-
presentantes de las partes, que habrían de quedar afectadas por las
estipulaciones a convenir, dictando después la resolución oportuna,
siguiendo los trámites establecidos para las Reglamentaciones La-
borales».

No obstante la confusa redacción de este precepto (40), no cabe duda
de que del propio texto del mismo se desprende la existencia de un
doble acto administrativo, o, mejor, de dos actos administrativos que
pueden estar conectados, pero que, en todo caso, aparecen diferen-
ciados (41).

(40) Por otra parte, el texto del artículo 24 del Reglamento (redactado según la
Orden de 1 de julio de 1960) parece reafirmar la postura que venimos manteniendo,
al decir... "en los casos de extinción, por cumplimiento de plazo o de objetivos, resci-
sión o nulidad de un convenio, la Organización Sindical podrá solicitar de la autori-
dad laboral que dicte una norma en sustitución de dicho convenio, en tanto se llega a
un nuevo acuerdo. La autoridad referida adoptará resolución razonada, aceptando o re-
chazando la propuesta sindical. En el primer caso, previos los asesoramientos, trámites y
plazos establecidos en los casos de desacuerdo, regulados por el artículo 16 del presente
Reglamento, dictará las normas solicitadas".

(41) La existencia de una decisión previa positiva o negativa de la autoridad laboral
se reconoce por alguna sentencia del Tribunal Supremo, si bien, con las excepciones que
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Así, en el párrafo 2.° del artículo transcrito se dice que «la autoridad
laboral, en plazo no superior a diez días .(previa solicitud de la autoridad
sindical correspondiente), dictará Resolución razonada, admitiendo o re-
chazando la propuesta de nuevo convenio, y en este segundo caso, acep-
tando o rechazando el dictar la norjna solicitada».

Evidentemente, nos encontramos ante una actividad administrativa
que se traduce en la emanación de una resolución motivada (razonada);
acto que se dicta a solicitud de la autoridad sindical y dentro de un
plazo expresamente determinado.

Asimismo, a continuación —dentro del citado párrafo 2.° del ar-
tículo 13 del Reglamento de Convenios Colectivos— se establece que,
en caso de que el contenido de dicha resolución sea afirmativo, esto
es, que la autoridad laboral acepte, a través de dicho acto administra-
tivo, el dictar la NOC, se iniciará un nuevo procedimiento, una nueva
y distinta actuación de la autoridad laboral competente, que culminará
«dictando después la Resolución oportuna», siguiendo un procedimiento
perfectamente independiente y cualitativamente distinto del anterior.

La existencia de do3 resoluciones de la Administración Laboral se-
paradas, cuando menos, cronológica y formalmente proporciona la cla-
ve para resolver la cuestión que antes suscitábamos.

Cabría pensar que la redacción positiva en los restantes supuestos
de dictado de NOC va contra la tesis que acabamos de adoptar; pero

se verán posteriormente, parece no entrarse en el análisis de la naturaleza de dicho
acto decisorio, limitándose a considerarlo requisito procedimental. Así, la STS, 4.*, de
20 de febrero de 1968 (A/68, núm. 1.135; Ponente: señor OLIVES) dirá: "todavía apa-
rece más patente la necesidad da 'Acuerdo Razonado1 cuando la propuesta es de dictar
la NOC, pues el último párrafo del aludido artícuo 13, reformado, claramente precep-
túa que 'para este segundo caso' la propuesta será aceptada o rechazada por la Autoridad
laboral, con la particularidad, también establecida, de que, si la decisión es positiva, la
referida Autoridad solicitará de la Organización Sindical, al dictarla el nombramien-
to de asesores representantes de las partes, que habrán de quedar afectadas por las
estipulaciones a convenir, dictando después la resolución oportuna, siguiendo los trá-
mites establecidos para las Reglamentaciones laboraes, esto es, las de los artículos 8 y
9 de la Ley de 16 de octubre de 1942, igualmente preceptivos, de acuerdo previo y
de obligada intervención de asesores...". En análogo sentido, la STS, 4.*, de 22 de
febrero de 1968 (A/68; núm. 915; Ponente: señor OLIVES) aiirma: "en él caso
de autos, en el que el Delegado de Trabajo —vista la propuesta sindical formulada—
acuerda sin.más aceptarla y prorrogar la vigencia del Convenio —es de obligada observan-
cia reconocer que se ha faltado al previo acuerdo razonado de aceptación y tampoco se
ha guardado debido cumplimiento a los previos asesoramientos, trámites y plazos que
el artículo 16 de dicho Reglamento manda seguir, con expresa referencia de este pre-
cepto— al artículo 13 del mismo Ordenamiento... Con lo que, en efecto, se ha faltado al
procedimiento legalmente establecido...". La doctrina, con la excepción de E. BORRAJO,
no se refiere a esta doble actuación. Cfr. Introducción..., t II, cit, pág. 186.
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la lectura de los preceptos correspondientes permite desechar estas du-
das. Así, por ejemplo, en el artículo 15 del Reglamento de Convenio*
Colectivos (suspensión por dolo, fraude y coacción), se hace remisión
a... «los efectos establecidos en el artículo 13 de este Reglamento»,
añadiéndose que... «los mismos efectos producirá el dolo, fraude o
coacción cuando sean declarados por la autoridad laboral, a tenor de
lo establecido en el artículo 22 de este Reglamento». El artículo 16
del citado texto legal (según redacción de 12 de abril de 1960), que
prevé, como es bien sabido, el supuesto de imposibilidad de llegar a
un acuerdo, presenta especiales problemas a la tesis mantenida. Cuando
se cumplan los presupuestos de hecho allí establecidos, la autoridad la-
boral, en el plazo (único en este caso) de treinta días, dictará una Nor-
ma de Obligado Cumplimiento, a los efectos establecidos en el artícu-
lo 13 del presente Reglamento, o se inhibirá «de dictarla mediante re-
solución razonada, que pronunciará en el mismo plazo de treinta días».

¿Qué alcance tiene la remisión al artículo 13? Parece que. el texto
del párrafo 4.c del artículo 16 del Reglamento sólo hace referencia a
un acto administrativo, sin fijar la distinción que estableciera el ar-
tículo 13. ¿Existe, quizá, una contradicción? En este caso, y dado
que ambos preceptos están formulados en el mismo texto legal, ¿cuál
ha de regir con preferencia?

En principio, el artículo 16 afirma solamente que la autoridad la-
boral, en el pazo de treinta días, ha de dictar «alguna Norma específica
de Obligado Cumplimiento» o inhibirse de dictarla mediante resolución
razonada en el mismo plazo. En caso positivo, esto es, de que se dicte
la norma, no se específica cuál ha de ser el procedimiento concreto has-
ta llegar al acto final de dictado de la misma. Por otra parte, la remisión
que se hace al artículo 13 permite mantener que se refiere al procedi-
miento y momentos concretos a seguir hasta el acto final de dictado de
la norma (segundo acto administrativo, en el supuesto del art. 13). En
consecuencia, el procedimiento quedaría de esta forma:

Dentro del plazo total de treinta días, que concede el artículo 16,
la autoridad laboral dispondría de diez días para decidir dictar o n«
la norma, quedando los veinte restantes para «siguiendo los trámites
establecidos para las reglamentaciones», según preceptúa el artículo 13,
dictar la NOC. De hecho, ambos actos podrán parecer, a efectos ex-
ternos, fundidos en una unidad de actuación, pero, en todo caso, exis-
tirá una decisión administrativa (primer acto del art. 13) que, según
se verá en su momento, podrá ser fiscalizada.
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La diferencia formal aparece, sin embargo, en el supuesto de
la autoridad laboral se inhiba de dictarla en cuanto que, si tal inhibi-
ción equivale a la negativa en la decisión que preveía el artículo 13r

en este precepto se fijaba un plazo de diez días, mientras que, en el
supuesto de incomparecencia, la autoridad laboral dispone de treinta
días para dictar la resolución inhibitoria, que ha de ser motivada (42).

¿Cuál es la razón de esta diferenciación? Realmente creo que no es
de fondo, sino simple consecuencia de un desajuste normativo, que se
manifiesta, según se ha tenido ocasión de observar, a lo largo de toda
la formulación del régimen positivo de las Normas de Obligado Cumpli-
miento.

En todo caso, ante la duda, ha de tenerse presente el significado que
parece conceder el régimen normativo de Convenios Colectivos al ar-
tículo 13 del Reglamento del precepto tipo desde el punto de vista pro-
cedimental (43).-Ya se vio cómo el artículo 15, el 22 a través del 15 y

(42) Aunque no suelen publicarse en los periódicos oficiales, podemos hacer algunas
referencias, directas o indirectas, de Resoluciones inhibitorias: RDPT de Zaragoza, de
31 de mayo de 1967 (BOP, 6.6.; BOMT, X-8-185), por el que la... "DPT acuerda inhi-
birse de dictar NOC para el Subgrupo de 'Sal común' .., habida cuenta de que se debe
regir por el CCS de ámbito interprovincial"; RDPT de Burgos, de 21 de junio de 1967
(BOP, 22 de julio de 1967; BOMT, X-9-74), por el que la DPT acuerda inhibirse de
dictar NOC, para las "Contratas Ferroviarias", a fin de... "no crear dificultades para un
posible convenio o norma de rango superior..."; RDPT de Burgos, de 21 de diciembre
de 1967 (BOP, 28-12; BOMT, XI-5-100), por la que se inhibe de dictar NOC para la
industria de "Tejas y Ladrillos", prorrogando el CCS anterior (BOP. 28-12; BOMT,
XI-5-100) ..., "dada la congelación de salarios establecida per el Decreto-Ley de 27 de
noviembre psado"...; RDPT de Madrid, de 17 de julio de 1969, por la que la DPT
acuerda que. . "no' procede dictar NOC sustitutiva del pretendido CCS para la Empresa
'Eclipse, S. A."; RDPT ile Madrid, de 28 de agosto de 1969, por el que DPT acuerda. .
"que no procede dictar NOC sustitutiva del pretendido Convenio Sindical para la Empresa
'Productos Capilares, S. A. (Procasa)"'; asimismo pueden encontrarse referencia a otras-
resoluciones inhibitorias no publicadas en resoluciones posteriores aprobatorias de CC
o NOC, por ejemplo, la Resolución inhibitoria de dictar NOC para el grupo de "Tinto-
rerías y Quitamanchas", dictada por la DPT de Santander de 23 de diciembre de 1967
(cit. en la RDPT de 4 de octubre de 1968; BOP, 4-10-68; BOMT, XI-12183); las Reso-
luciones inhibitorias de dictar NOC para el Grupo de "Contratistas Generales de Cons-
trucción y Obras Públicas" y para el "Cultivo del Plátano", dictadas por la DPT de
Santa Cruz de Tenerife el 13 y el 16 de enero de 1968, respectivamente y recogidas en
las Resoluciones de 31 de octubre de 1968—BOP, 15-11; BOMT, XII-1-141—y 11 de
octubre de 1968— BOP, 25-10; BOMT, XI-12-180—, ambas aprobatorias de NOC para
dichas unidades negociadoras.

(43) Carácter que se afirma expresamente en la RDGOT de 28 de junio de l%t
(BOMT, IV, pág. 769); ... "A los efectos del artículo 16 del Reglamento de 27 de julio
de 1958, modificado por Orden de 12 de abril de 1960, cuando resulten estériles las
deliberaciones llevadas a efecto en el seno de la Comisión pactante y la Organización
Sindical recabe que, por la correspondiente autoridad laboral se dicta una norma especí-
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el propio artículo 16 se remiten a él, y tanto el artículo 18 (1NOC, de-
rivada de la devolución del convenio por disconformidad de la .Comisión
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos) como el artículo 24
(NOC en caso de extinción del convenio) hacen lo mismo, si bien a tra-
vés del artículo 16.

Admitiendo la existencia de dos actos administrativos, estudiemos,
por separado, la naturaleza de ambos.

IV. ANÁLISIS DEL PRIMER ACTO : ACTO ADMINISTRATIVO, NO NORMATIVO.

A) El acto administrativo decisorio como acto de trámite.

El primer acto de la autoridad laboral por el cual, y aceptando la
propuesta del Delegado sindical decide dictar la NOC, ha sido olvidado,
con algunas excepciones, por la doctrina (44) y la jurisprudencia. A
este respecto, es de destacar la sentencia del Tribunal Supremo de la
Sala 4.a de 28 de febrero de 1966 (45), en que se considera dicho acto
como de simple trámite, «pues dictada por dicha resolución, con asien-
to en los artículos 10 de la Ley de Convenios Colectivos, y en el 16, nú-
mero 4, de su Reglamento de 22 de julio siguiente, reformado en Orden
de 12 de abril de 1960, únicamente mira a que continúe el desarrollo del
Convenio paralizado por la desavenencia entre las secciones económicas
y social actuantes, pero sin que la decisión de acudir a la norma de
obligada observancia prejuzgue su contenido, el que habría de trazarse
posteriormente, una vez llenados los requisitos de asesoramiento y de-
más que en el propio acuerdo se indican en estudio de la resolución
ulterior adoptable; o sea, que aquí el acto final lo constituiría el Con-
venio en que se inserte la norma a elaborar, si no ésta, y no cabe así la
reclamación jurisdiccional por ahora reducida al acto puramente prepa-
ratorio de la futura resolución, con lo que aquel acto que se ataca no
puede conceptuarse en modo alguno definitivo en la materia a dilucidar,
concretada, repetimos, en el Convenio a que se intenta llegar».

Frente a esta actitud jurisprudencial cabe precisar: En primer lugar,
que si la autoridad laboral dicta resolución motivada, rechazando o no

fica obligatoria, ésta deberá adoptarse con arreglo al artículo 13 del mencionado texto,
siempre que se juzgue oportuna y equitativa para resolver transitoriamente las diferen-
cias a que dio lugar el frustrado convenio..."

(44) Cfr. E. BORRAJO: Introducción..., t. II, cit., pág. 187; habla acertadamente
de "acto administrativo declarativo que podrá ser objeto de fiscalización judicial en vía
contenciosa..."

(45) A/66, núm, 3.763; Ponente: señor FERNÁNDEZ VALLADARES.
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aceptando o inhibiéndose de dictar una norma de obligado cumplimien-
to, ¿cabría considerar tal resolución como de trámite? Se dirá que en
todo caso, y con base a los artículos 113, 1, de la LPA, y 37, 1, de la
Ley Jurisdicción contencioso-administrativa, se trata de una simple cues-
tión doctrinal sin base y significado práctico alguno, en cuanto que en
tale« preceptos se admite el recurso administrativo y contencioso, respec-
tivamente, contra los actos de trámite que impiden continuar el proce-
dimiento o que deciden, directa o indirectamente, el fondo del asunto.
No cabe duda de que esto es cierto, lo cual no impide insistir en la
cuestión planteada; ¿e9 que un acto administrativo, dictado a solicitud
de parte, con un procedimiento establecido y dentro de un plazo ex-
presamente determinado, teniendo por demás que fundarse jurídicamen-
te y cumplidos unos presupuestos tácticos en cuanto que ha de ser mo-
tivado (razonado) (46), puede considerarse un acto de trámite? En el
caso en que se piense que dicha resolución negativa sería un acto admi-
nistrativo en sí, no de simple trámite, ¿es que el contenido positivo o
negativo de un acto, o, mejor, el fallo positivo o negativo en base a unos
hechos y a unos fundamentos de Derecho, puede decidir la naturaleza
del acto?

B) Significado instrumental de la distinción actos administrativos
sustanciales (definitivos), actos de trámite; verdadero alcance de la
cuestión.

La cuestión en cualquier caso es problemática. Sin embargo, pienso
que la solución está en el concepto y la valoración que se tenga de los
actos de trámite. No cabe, a este respecto, utilizar un criterio dogmático.
Para considerar un acto de trámite habrá que estar al caso concreto y
conjugar las circunstancias que lo acompañan. El mismo acto, según es-
tas circunstancias, podrá ser de trámite o no, o más bien conviene tras-
ladar esta polémica fuera del centro sobre el que gira. Este concepto
es puramente instrumental; lo importante no es que el acto sea o no
de trámite, sino que quepan o no recursos contra el mismo. La cuestión
se complica por la inadmisión jurídica de la impugnación de los actos
de trámite que no deciden el fondo del asunto o ponen término al pro-
cedimiento. Pues bien, lo importante es que este primer acto en de-
terminadas circunstancias podrá ser recurrido, y entonces no cabrá con-
ceptuarlo como de trámite. Así, por ejemplo, supongamos que las par-

(46) Vid. artículo 43 de la Ley de Procedimiento Administrativo.
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tes deliberantes de un Convenid llegasen a un acuerdo en la segunda
fase de las deliberaciones y, a pesar de ello, se dicta la NOC (47). En
este caso, al no darse los presupuestos de hecho que la Ley exige (he-
chos condicionantes) como auténtica causa del acto que se dicte, e] re-
ferido acto nacería viciado y, en consecuencia, sería incuestionablemen-
te impugnable. Asimismo, lo sería en el caso de dictarse por órgano
incompetente (tema que ampliaremos en su momento), o por adolecer
de vicios de forma (por el carácter de orden público de aquéllos) (48), et-
cétera.

En conclusión, este acto (con independencia de su carácter o no de
trámite, dado el significado instrumental que atribuimos a tal distinción)
será un acto administrativo de carácter no normativo, en cuanto que
viene a resolver un supuesto de hecho concreto, diferente según los casos
de dictado de NOC que contempla nuestra legislación y que, con base
en los criterios que en su momento se expusieron, no integra el Ordena-
miento jurídico.

Este acto suscita, a su vez, un triple problema :

— ¿Es un acto discrecional o tiene carácter reglado?
— ¿Quién es o quiénes son los destinatarios del mismo?
— ¿Cuál es su significado desde una perspectiva material (no proce-

dimental)?

C) Carácter discrecional o reglado de este acto; la discrecionalidad
como concepto relativo (los límites de la discrecionalidad).

El problema de la discrecionalidad de los actos administrativos ha
sido constante centro de atención de la doctrina administrativisla (49).

(47) Cuando menos formalmente, según parece desprenderse de algunas Resolucio-
nes. Vid., por ejemplo, la Resolución de la DPT de Gerona de 15 de diciembre He 1967
(BOP de 13 de enero de 1968; BOMT, XI-1968, reí. 7-112), por la que se dicta NOC
para el "Grupo de Labores Forestales, Serrerías y Almacenistas de Madera": "conside-
rando que pese a la existencia de un acuerdo entre las partes conseguido en la reunión
del día 26 de julio del año en curso, se hace procedente que por esta Delegación se dé
cumplimiento al trámite prescrito en el artículo 16 del Reglamento de 2 de julio de 1958,
dictando la preceptiva norma, que, en el presente caso, deberá adecuarse a las estipula-
ciones pactadas", y añadiéndose en su parte dispositiva: "Quinto. Se dicta la presente
norma por haber sido tramitado y formalmente aprobado el acuerdo de las partes antes
del 18 de noviembre del año en curso". Vid. otros supuestos citados al tratar de la
imposibilidad de acuerdo en el capítulo anterior, con las indicaciones allí realizadas.

(48) Sobre esta materia, cfr. el reciente estudio de T. R. FERNÁNDEZ RODRÍCUEZ: La
doctrina de los vicios de orden público, Madrid (IEAL), 1970.

(49) Según el jurista suizo Hans HIJBER, este tema "es el verdadero caballo de
Troya en el seno del Derecho administrativo de un Estado de Derecho". Cfr. Niedergan$
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Eh realidad, se está operimdo una evidente reducción del dogma de la
discrecíonalidad; así observaremos cómo «en todo acto discrecional har
elementos reglados suficientes como para no justificarse de ninguna ma-
nera una abdicación total del control sobre los mismos» (50). La distin-
ción entre acto discrecional y reglado nó es, pues, absoluta. Con refe-
rencia al tema que nos ocupa, es preciso establecer si la decisión de la
Administración de dictar la NOC o abstenerse de hacerlo reviste o no
el carácter de acto discrecional.

Para SAGARDOY —que no relaciona la discrecionalidad con el primer
acto, sino con el de dictado de la norma—, la discrecionalidad genética
«s total. «La autoridad laboral realiza aquí una operación volitiva. Dicta
la NOC si tal es su voluntad, porque las normas legales le otorgan tal
facultad. Por ello no puede recurrirse la decisión negativa de la autoridad
laboral. En cuanto a la positiva, puede, sin embargo, controlarse, me-
diante su revisión jurisdiccional, en aquellos casos en que ya exista un
Convenio Colectivo que afecte a una empresa respecto a la que se pre-
tenda imponer la NOC, como vimos en la sentencia del Tribunal Supremo
de 27 de abril de 1966. Y es que, en definitiva, la discrecionalidad ge-
nética es total, siempre y cuando se den los 'supuestos de hecho' que la
Ley señala como aptos para nacimiento: falta de acuerdo, no concurren-
cia de una de las partes, etc. Hay discrecionalidad en el are, pero no'en
el quandon (51).

Según ya afirmábamos, siguiendo al profesor GARCÍA DE ENTERRÍA, no
existen potestades 'discrecionales puras. En todo acto discrecional tene-
mos una serie de elementos reglados que, continuando con el citado autor,
son: la existencia de la propia potestad, de cuyo ejercicio dimana el

¿es Rechts und Krise des Rechtsstaat, en "Festgabe für 2. Gíacometti", Zurich. 1953,
página 66, cit., por GARCÍA DE ENTERRÍA, en La lucha contra las inmunidades del poder
en el Derecho administrativo, núm. 38 de esta REVISTA, 1962, pág. 167. Como afirma
M. LETOURNER, ... "el problema de determinar cómo y en qué medida el juez puede
señalar límite* e imponer un control a un poder que la Ley ha querido discrecional es
singularmente difícil, puesto que exige la conciliación de dos elementos contradictorios".
Cfr. Les limites du pouvoir discretionnaire des autorités administralives en France, en
"Eludes de Droit Contemporain", "Acte9 du VII Congrcss International", Uppsala, 1966,
París (Cujas), 1966, pág. 462.

(50) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, op. cit., pág. 167. Vid., asimismo, las palabras de
HAURIOU, recogidas en loe. cit. en nota 13: "No hay actos discrecionales, hay un cierto
poder discrecional de la Administración, que se encuentra más o menos en todos los
actos", La jurisprudence administrative, II, París, 1929, págs. 182 y sigs.

(51) Cfr. J. A. SACARDOY: Notas sobre las normas de obligado cumplimiento, cit.,
página 30.
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acto, la extensión concreta dé esta potestad, que no puede ser totalmente
indeterminada y la competencia para ejercitarla (52).

Tanto si la decisión en este (primer) acto administrativo es positiva
o negativa, habrá de ser dictada por el órgano al cual la Ley haya otor-
gado la competencia, sin extralimitaciones (que pudieran provenir del
incumplimiento de los presupuestos legalmente previstos) en el ejercicio
<le la misma.

En consecuencia, si no hubo incomparecencia, o desacuerdo, o falta la
solicitud de la autoridad laboral competente, etc., sea cual fuere el con-
tenido de la resolución dictada, ésta sería impugnable. En el supuesto
de dolo, fraude o coacción cabría controlar el alcance que diera a los
mismos en el caso concreto la autoridad laboral, en cuanto que «son
conceptos jurídicos indeterminados, en el sentido de que la medida con-
creta para la aplicación da los mismos en un caso particular no nos la
resuelve o determina con exactitud la propia ley que los ba creado y
de cuya aplicación se trata» (53).

El Tribunal Supremo parece aceptar esta postura restrictiva de la
«lisr.recionalidad; así, la sentencia de la Sala 4.* de 15 de di^iembr'-
<le 1966 (54) afirma: «en realidad, y como se ha expuesto en numero-
sas sentencias, de las que pueda ser expresión, entre otras, las de 3 de
octubre de 1966 (55) y 30 de noviembre de 1965 (56); el anterior con-
cepto de la discrecionalidad debe entenderse sustituido por el de que
la aplicación normativa ha de partir del supuesto de la acomodación del
hecho a la circunstancia determinante, y en tal sentido, es indudable que
la Norma de Obligado Cumplimiento o regla de relación laboral, dictada
por autoridad competente, en defecto de acuerdo consensual de los ele-
mentos integrantes de una entidad de trabajo, no está al margen de la
concepción de que esa aplicación y su obligatoriedad se halle dentro de
la posibilidad legal de su establecimiento» (57).

Pero, además, el acto administrativo que venimos estudiando, podrá

(52) Cfr. GARCÍA DE ENTERBÍA, en op. cit., págs. 167 y 168

(53) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, en op. cit., pág. 171; "lo más importante de la

utilización de este concepto en el campo administrativo es que nos da pie para dejar
de considerar como discrecional al amplio sector de lo que sólo es indeterminado".
Confróntese el mismo autor, en Apuntes de Derecho administrativo, I, t. II, Madrid, 1968-
1969, pág. 35.

(54) A/66, núm. 5.862, Ponente: señor BECERRIL.
(55) A/66, núm. 4.076.
(56) A/65. núm. 5.578.
(57) Vid. STS, 4 . \ 22 de febrero de 1968, A/68, núm. 915, Ponente: señor OLIVES.
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ser impugnado por aplicar desviación, de poder (58). Dejando a un lado
la delimitación de este supuesto (que se realizará al tratar de los recur-
sos), cabe admitir, si bien no es fácil que así ocurra, que la resolución
administrativa, en especial la positiva, pueda incurrir en este vicio ma-
terial (59).

En resumen, la potestad administrativa, por la cual la Administra-
ción viene facultada para tomar la decisión de dictar o no la NOC, es
discrecional, con el reconocimiento de los límites materiales y forma-
les que acabamos de apuntar.

D) Destinatarios del acto decisorio.

La segunda cuestión a resolver dentro de la problemática de este
primer acto administrativo es la referente al destinatario o destinatarios
del mismo. Sin necesidad de profundizar en este concepto, labor propia
de la doctrina administrativa, hemos de afrontar las siguientes cues-
tiones :

¿A quién se dirige principalmente la decisión de la autoridad laboral
de dictar o no la Norma de Obligado Cumplimiento?

(58) 1.a desviación de poder puede ser invocada en todo caso..., "pues incluso
cuando la Ley no lo indique, la administración tiene siempre al menos una obligación:
la de actuar en orden al interés general". Cfr. M. LETOURNER: Les limites da pouvoir
discretionnaire..., cit., pág. 462.

(59) Sobre el alcance de este vicio material puede consultarse la doctrina (en la
sustancial sistematización jurisprudencial) recogida en el Dictamen del Consejo de Es-
tado de 9 de diciembre de 1965 (expediente número 34.306) sobre la denegación de
prórroga contractual de los Convenios de colaboración en la gestión del Seguro Obligato-
rio de Enfermedad; según el citado dictamen; ... "no existe tal desviación (de poder)
cuando un acto o disposición—máxime si son discrecionales—se ha producido con mero
desacierto, esto es, si por error, falta de datos, equivocado criterio o cualquier otra
circunstancia semejante, se ha llegado a dictar disposición o acto que hubieran debido
tener otro contenido más lógico o acertado. En tales casos, el acto o la disposición no
serán anulables si no han incurrido en alguna otra "infracción del Ordenamiento jurídico",
y a salvo siempre la facultad de la propia Administración de rectificar los errores ma-
teriales o de hecho y los aritméticos (art. 111, LPA) ..; por el contrario, dicha institu-
ción jurídica se caracteriza por la finalidad o aspecto teleológico, ésta es, por la cir-
cunstancia de que las potestades administrativas en virtud de las cuales se ha produ-
cido el acto o la disposición legal no hayan sido ejercitadas con y para una finalidad
lícita: la del bien común, bienestar general, servicio público, adecuada organización
administrativa, etc., sino por motivos o móviles distintos de los enumerados, tales como
el deseo de favorecer o perjudicar a una persona o grupo de personas frente a otras**.
Vid., asimismo, aparte de la referencia a múltiples sentencias del Tribunal Supremo en
este dictamen recogidas, los dictámenes de 2 de diciembre de 1965 (expediente nú-
mero 33.966) y 9 de diciembre de 1965 (expedientes números 34.307 y 34.308), que sientan
análoga doctrina. Cfr. CONSEJO DE ESTADO: Recopilación de doctrina legal, 1965-1966,
Madrid ("BOE"), 1970, págs. 101-102 y 524-526.
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¿Quiénes son los sujetos que han de quedar especialmente afectados
por dicha resolución?

Si la decisión de la Administración es negativa, esto es, si decide no
dictar o inhibirse de dictar la NOC, parece ser que dicho acto se dirige
esencialmente a las partes del Convenio Colectivo, puesto que viene a
solventar la incomparencia de una de ellas, la falta de acuerdo, etc., y,
muy especialmente, en cuanto que los efectos del acto negativo se pro-
yectan sobre las mencionadas partes contratantes.

En el caso de que el acto administrativo tuviera un contenido posi-
tivo, podría pensarse que su destinatario es la Administración, que, como
consecuencia de la resolución positiva, se ve obligada a dictar la NOC en
base a unos procedimientos legalmente prefijados. Sin embargo, este acto
supone el nacimiento de un nuevo procedimiento que desembocará en la
Norma de Obligado Cumplimiento «para que aquellos a quienes hubiera
afectado el Convenio en caso de haberse llegado a su celebración» (60).
En consecuencia, el que la decisión sea positiva o negativa afectará a
aquéllos, pues se traducirá en la emanación o no de unas normas que
vendrán a delimitar un determinado estatuto profesional, que engendrará
derechos y obligaciones para los mismos. Todo lo cual no impide que la
resolución entrañe un deber para la propia Administración, que, más
bien, queda legalmente obligada frente a dichos destinatarios.

E) Examen del primer acto desde una perspectiva material (laboral).
Distinción en base a la pluralidad institucional de la Norma de Obligado
Cumplim iento.

Por último, y por lo que se refiere a este primer acto administrativo,
habrá qne analizar su naturaleza desde una perspectiva material. La
Administración Pública persigue el cumplimiento de unos determinados
fines de interés general. A medida que la sociedad va evolucionando,
surgen nuevas necesidades sociales y, en consecuencia, nuevas finalida-
des a perseguir. Para la consecución de dichos fines, el Ordenamiento
otorga a la Administración unas determinadas facultades que hagan po-
sible y legitimen su actividad. Pero estas actividades, en consonancia
con los múltiples fines a los que se dirigen, revisten una naturaleza di-
versificada. La Administración realizará, en consecuencia, una actividad
normativa, una actividad jurisdiccional (o al menos cuasi-jurisdiocional),
sancionadora, de fomento, etc.

(60) Artículo 8.°, in fine, de la Ley de Convenios Colectivos.
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Al iniciar el estudio de la naturaleza jurídica dé la NOC nos pregun-
tamos sobre el carácter múltiple o unitario de la misma. Dentro del
alcance que se dio a la noción misma de naturaleza jurídica, se observa
como, mientras hemos de admitir el carácter unitario de los actos ad-
ministrativos concretos de emanación de la norma (segundo acto admi-
nistrativo de carácter/ normativo; la norma de obligado cumplimiento
popiamente dicha), según tendremos ocasión de precisar, cabe hablar de
multiformidad o diversidad en la naturaleza del previo acto de decisión
(primer acto, no normativo), en los distintos supuestos de dictado de
Norma de Obligado Cumplimiento, que prevé la legislación de Convenios
Colectivos. Multiformidad analizada al tratar de los distintos supuestos
que pueden desembocar en el dictado de la NOC (61).

Según se observaba en el supuesto de incomparecencia de una da las
partes válidamente citada, la Administración, al emanar el acto por el que
decide o no dictar la norma, parece realizar una actividad de cierto ca-
rácter sancionador de la parte no compareciente; de esta forma, deci-
dirá dictarla, si estima que la falta de voluntad negociadora de la par-
te que no ha concurrido no está justificada, imponiendo a dicha parte
una normativa de carácter «obligatorio» cuando ésta no parecía admitir
regulación convencional alguna.

Cuando la autoridad laboral, en vista de la imposibilidad de llegar
a un acuerdo, decide dictar o no la NOC, viene a resolver una contro-
versia entre las partes contratantes, a satisfacer unas determinadas pre-
tensiones (62). La actividad .administrativa tendrá una naturaleza cuasi-
jurisdiccional o, mejor, como reconoce J. R. PARADA, arbitral (63).

La posibilidad sancionadora de la Administración aparece remarcada
en los supuestos de dolo, fraude o coacción. La estimación de dichas cir-
cunstancias determinará la decisión y el contenido de la misma, lo que

(61) Poi ello, aparte de las simples referencias a la naturaleza material de dichos
actos decisorios que se hace a continuación, valga remitirnos al estudio de cada supuesto
en el capítulo anterior.

(62) Lo cual no impide que el órgano decisor tenga carácter administrativo, cfr. GARCÍA-
TBEVUANO: Tratado..., cit., t. I, pág. 70.

(63) "Serán supuestos de arbitraje de equidad la decisión sobre el contenido de un
convenio colectivo en defecto de acuerdo de las partes". Cfr. Apuntes de Derecho admi-
nistrativo (Cátedra del Profesor GARCÍA DE ENTF.RRÍA), Madrid, curso 1967-1968, pág. 323.
Vid. también STS, 4.», 31 de octubre de 1%7 (A/67, núm. 4.249* Ponente: señor SUÁREZ
MANTKOLA), según la cual... "la autoridad que dicta la norma tiene una actividad espe-
cífica de arbitro en determinado conflicto, supliendo a la voluntad de los que en el
Convenio intervienen..."
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no impide qué la sanción pneda proyectarse sobre la propia ñora*
pueda dictarse posteriormente.

En aquellos casos en que la NOC venga determinada por el desacuer-
do de las partes del Convenio (a través de la vía sindical) con la Comisión
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en relación al con-
tenido del Convenio Colectivo, es indudable que el acto, que da lugar
al dictado de la norma o a la inhibición administrativa, manifiesta la
función de policía que puede corresponder a la autoridad laboral en
cuanto organismo integrante en la Administración del Estado.

Por último, en los supuestos de extinción del Convenio Colectivo, la
Administración realiza una función esencialmente supletoria (con inde-
pendencia del carácter genéricamente supletorio de la NOC), que busca
evitar la situación de vacío normativo que la finalización jurídica del
Convenio pudiera ocasionar.

Hasta aquí el análisis del primer acto administrativo de carácter no
normativo, que tiene por destinatario una pluralidad indeterminada de
sujetos, discrecional (dentro de los límites expuestos) y de naturaleza
singular en cada uno de los supuestos de Norma de Obligado Cumpli-
miento previstos en nuestra legislación de convenios colectivos.

V. EL SEGUNDO ACTO ADMINISTRATIVO O NORMA DE OBLIGADO CUMPLIMIENTO

PROPIAMENTE DICHA.

A) Carácter reglamentario de este acto.

Corresponde, a continuación, estudiar la problemática que encierra
el segundo acto administrativo al que nos referíamos; es decir, la Norma
de Obligado Cumplimiento propiamente dicha. A tal efecto, es conve-
niente despejar varias incógnitas.

¿Cuál es la naturaleza jurídica de la resolución en que desemboca
esta segunda actividad administrativa? ¿Estamos ante un acto adminis-
trativo, no normativo, o ante un reglamento?

La Norma de Obligado Cumplimiento (segundo acto), emanada por
la autoridad laboral en los distintos supuestos que el Derecho prevé,
tiene indudable carácter reglamentario.

No se diga ya que la propia denominación de esta categoría jurídica
<(por otra parte, muy criticable), ni la remisión en su elaboración al pro-
cedimiento de las reglamentaciones de trabajo (indudables disposiciones
generales) afirman esta tesis; es la propia delimitación de lo que sea
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una norma, realizada en base a los criterios que se estudiaron, la que
impide dudar del carácter normativo de las NOC (64).

Es incuestionable el carácter innovador del Ordenamiento jurídico-
laboral que poseen estas normas, su aplicación no las consume, sino que
reafirma su significado.; son actos ordinamentales y no ordenados.

Son reglamentos laborales de naturaleza muy específica, en cuanto
que el procedimiento que culmina en su emanación tiene, entre sus he-
chos determinantes, la existencia de un acto previo de la Administración,
de contenido determinado (decisión positiva). Parece, pues, como si
este acto enervara la segunda actuación administrativa, de la cual es
expresión la disposición general que se dicte (Norma de Obligado Cum-
plimiento). La decisión de elaboración de la norma adopta, en este caso-
concreto, un carácter específico, de mandato, que vincula a la misma
autoridad que dictó la primera resolución (decisoria) a dictar la segunda,
que será la que directamente engendre y limite derechos subjetivos (la
situación jurídica) de las partes que hubieran de quedar afectadas por el
Convenio frustrado.

En conclusión, la Administración ejercita, en este segundo acto, una
competencia reglamentaria; hecho éste que suscita nuevas cuestiones:
¿a quién corresponde originariamente la potestad reglamentaria?; esto
es, ¿a qué órganos de la Administración reconoce el Ordenamiento com-
petencia para emanar normas, sin necesidad de especifica atribución o
transferencia de la misma?

B) Titularidad y ejercicio de la potestad reglamentaria en el Or-
denamiento español.

A este efecto, distingamos entre aquellos órganos de la Administra-
ción que tienen competencia reglamentaria originaria, esto es, direc-
tamente emanada de la Constitución y que, en consecuencia, no precisan
para su ejercicio de una habilitación específica y aquellos otros que tie-

(64) Aparte de que en los distintos artículos de la LCC y su Reglamento se hable
de: "disposiciones específicas de obligado cumplimiento", "norma específica reglamen-
tación", "normas", etc., lo que habla por sí mismo del carácter normativo que el legis-
lador ha querido atribuirlas, en el artículo 9.° del Proyecto de LCC se decía: ... "si
tampoco así se consiguiera el convenio, se pasarán todos los antecedentes a la autoridad
laboral, por si la misma, en ejercicio de sus facultades reglamentarias, estimase la pro-
cedencia de dictar sobre las cuestiones debatidas alguna norma jurídica de obligado
cumplimiento".
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nen un poder reglamentario derivado, que requiere una específica atribu-
ción por las Leyes ordinarias (65).

En base a nuestras Leyes Fundamentales y a algunas normas bási-
cas (66) de la organización administrativa, la doctrina piensa que sólo
el Consejo de Ministros (67) y los Ministros (68) en particular tienen
potestad reglamentaria (u «ordenada a la Constitución», según termino-
logía francesa). La diferencia radicará en que el primero tiene una «com-
petencia general, tanto geográfica como objetivamente, con la salvedad
de la reserva legal» (69); sólo el Consejo de Ministros puede emanar las
normas de interés general (70), mientras que los Ministros individual-
mente considerados sólo podrán «ejercer la potestad reglamentaria en las
materias propias de su departamento» (71).

Si tenemos en cuenta el carácter normativo de la NOC, y sólo desde
esta perspectiva, como la competencia para dictarlas —según se verá de-
tenidamente— parece venir atribuida a órganos inferiores al Ministro,
habrá que preguntarse si tales órganos son competentes para emanar
reglamentos.

(65) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes de Derecho administrativo, I, t. I, Madrid,
1968-1969, págs. 88 a 93.

(66) Cfr., especialmente, artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica del Estado, 10 y 12
de la Ley de Cortes y 10, 14 y 23 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración
del Estado.

(67) Para GARCÍA-TREVIJANO : Tratado... t. I, cit., pág. 284, "el Consejo de Ministros
no tiene competencia, sino atribución de funciones, que es cuestión distinta. Cuando un
Ministro lleva al Consejo de Ministros un determinado proyecto de Reglamento para su
aprobación, en realidad no lo propone a su competencia, sino a su deliberación. Después,
el Reglamento es emanado por Decreto, cuya firma es del Ministro proponente y del
Jefe del Estado. Es decir, que sería el tamiz a través del cual se delibera, pero sin
que tenga una competencia propia".

(68) ¿Tiene competencia reglamentaria la Comisión Delegada del Gobierno para
Asuntos Económicos? Según GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., t. I, pág. 91,
"también se le atribuye potestad reglamentaria". Vid. art. 25, párrafo 2.° de la Ley de
Régimen Jurídico de la Administración del Estado. Vid. también J. L. VILLAR PALASÍ:
Derecho administrativo, t. I, cit. pág. 386. Asimismo, no cabe duda alguna sobre la
potestad reglamentaria del Jefe del Estado, cfr. GARCÍA-TREVIJANO : Tratado..., cit., t. I,
página 284.

(69) Cfr. GARCÍA-TREVIJANO, op. cit., pág. 283.

(70) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., t. I, pág. 90.
(71) Art. 14, 3, de la LRJ. "Sin embargo —afirma VILLAR PALASÍ— de la potestad

ministerial hay que excluir aquellas disposiciones de carácter general que afecten al
personal de la Administración, en la que resulta preceptiva la aprobación de la Presi-
dencia del Gobierno, conforme al artículo 13, 2.°, de la LPA, en relación con el ar-
tículo 13, párrafo 7.°, de la LRJ (sentencia de 8 de octubre de 1962)". Cír. Derecho
administrativo, cit., t. I, pág. 386.
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El artículo 23, 2.°, de la Ley de Régimen Jurídico de la Administra-
ción del Estado (72) parece admitir la posibilidad de que las autoridades
inferiores al Ministro dicten normas; sin embargo, su competencia no es
originaria, sino que exige una expresa atribución legislativa (73); «se-
trata en todos esto9 casos de poder reglamentario derivado» (74).

C) Atribución jurídica de la competencia para fijar condiciones de
trabajo.

Las NOC, en cuanto que son un sistema de fijación de condiciones-
de trabajo, suscitan un nuevo problema. ¿A quién pertenece (o ha otor-
gado el Ordenamiento) la potestad para dictar normas sobre esta mate-
ria? ¿Corresponde quizá sólo al poder legislativo? ¿Es materia de la
enmarcada por la reserva legal?. En otro caso (si sobre la misma pueda
conocer el poder.ejecutivo), ¿hay algún órgano de la Administración
al que el Ordenamiento atribuya en exclusiva el conocimiento de estas
normas? Es preciso delimitar, con la mayor precisión, la competencia
otorgada por nuestro sistema legal para dictar las específicas normas que
conocer de fijación de condiciones de trabajo.

Contestando a las cuestiones que se acaban de suscitar, el primer
punto a resolver es estudiar si existe o no reserva legal en esta materia.

El Fuero del Trabajo de 9 de marzo de 1938 (75) se limitaba a afir-
mar en «u Declaración, III, núm. 4.", que: «El Estado fijará las bases
para la regulacrión del trabajo, con sujeción a las cuales se establecerán
las relacionen entre los trabajadores y !as Empresas». No se conrretabí,
en cuanto que no existía una división de poderes ni tan fiquiera formal,
a qué órgano del Estado correspondí;) fijar dichas base-*. Sería el Decreto
de 29 de marzo de 1941 (76), antecedente y modelo directo de la Ley de
Reglamentaciones de Traba ¡o, el que concretase esta Declaración, otor-
gando al Ministerio de Trabajo competencia en esta materia, sin perjui-
cio de la reserva llevada a cabo por la Ley de 30 de .enero de 1938, en

(72) Este precepto dice: "Las disposiciones administrativas de carácter general se
ajustarán a las siguientes jerarquías normativas: 1.* Decretos. 2.a Ordenes acordadas por
las Comisiones Delegadas del Gobierno. 3.a Ordenes ministeriales. 4.a Disposiciones de
autoridades y órganos inferiores, según el orrlen de su respectiva jerarquía".

(73) Cfr. GARCÍA-TREVIJANO: Tratado... cit., t. I, pág. 283.
(74) Cír. GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes, cit., págs. 92 y 93.
(75) Elevado a Ley Fundamental por el artículo 10 de la Ley de Sucesión de 26

de julio de 1947.
(76) BOE de 9 de abril. "Decreto orgánico regulando la reglamentación del Trabajo"

Por su artículo 5.° se somete a la aprobación ministerial las normas de trabajo que se
adopten en esta materia.
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favor del Jefe del Estado «de la suprema potestad de dictar normas ju-
rídicas de carácter general» (77).

Posteriormente, la Ley de Cortes de 17 de junio de 1942 (78), en su
artículo ]0, parece establecer una reserva legal en la fijación de las «ba-
ses del Derecho... social». La doctrina se muestra contraria, sin embar-
go, a esta posición, estimando que dicho artículo 10 solamente lleva a
cabo una distinción entre aquellas materias que han de ser conocidas en
el Pleno de las Cortes y aquellas otras que son de la competencia de las
Comisiones (79). En todo caso, se trata de materias que han de ser
conocidas en Pleno o en Comisiones, serán materias de la competencia
de las Cortes. Sin embargo, este precepto no parece que alcance a la fi-
jación profesional de condiciones de trabajo que podían nacer al am-
paro del Decreto de 29 de marzo de 1941 y, posteriormente, de la Ley
de Reglamentaciones. Hasta aquí no existe una base constitucional su-
ficiente (incluso tras la creación de las Cortes y la elevación de su Ley
Constitutiva a rango fundamental) para atraer al legislativo la fijación
de condiciones de trabajo.

\ o obstante esto, puede observarse cómo la materia relativa a la
fijac'ón de las condiciones a que han de someterse las relaciones labó-
rale? afecta a la libertad y la igualdad, y que, en consecuencia, se trata
de una materia de las tradicionalmente reservadas a la Ley (80). En
cualquier caso, pienso que la Ley de Reglamentaciones vino a resolver
esta cuestión (81).

En efecto, en primer lugar, la Ley de Reglamentaciones de Trabajo
de 16 de octubre de 1942 (82) es posterior a la Ley de Cortes y, en ese
momento, del mismo rango; pero es que, además, aquélla viene a otor-
gar al Ministerio de Trabajo una competencia sobre materias que, por
afectar a la propiedad o a la libertad, deberían ser reguladas por Ley

(77) Cfr. artículo 7.° de la Ley de 8 de agosto de 1939 (BOE, 9 de agosto).
(78) No se olvide que tanto el Fuero del Trabajo como la Ley de Cortee se apro-

baron por Decreto y Ley ordinaria, respectivamente, no siendo elevadas a rango funda-
mental hasta el 26 de julio de 1947.

(79) GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., pág. 66: "Por tanto, dice, se
trata de una distribución de competencias entre el Pleno y las Comisiones: cuestión
muy distinta a la de la reserva legal".

(80) Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., págs. 68 a 72.
(81) En principio, una Ley como es la de Reglamentaciones de Trabajo puede im-

poner, incluso permanentemente, un límite a la propiedad. Sobre este punto, es de
especial interés la tesis de GARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., págs. 68 a 72.

(82) BOE de 23 de octubre.
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y que, en consecuencia, excede en c erlo modo de la competencia pro-
pia del Ejecutivo.

Pero, ¿es lícito en el marco de nuestro Ordenamiento esta atribu-
ción de competencias llevada a cabo por Ley? Ya hemos apuntado cómo
la doctrina (83) admite que una Ley —en e~le caso la Ley de Reglamen-
taciones— pueda imponer, incluso con carácter permanente, un límite
a la propiedad y, en consecuencia, puede llevar a cabo una degradación
de ciertas materias relacionada con la propiedad y la libertad, sin más
exigencia que el que dicha atribución proceda de la Ley.

D) ¿Deslegalización, o extensión de competencias?

¿Qué naturaleza posee esta ampliación o extensión de competencias
del poder ejecutivo? (84). Cabría pensar que estamos ante una deslegali-
zac.óti, pero esto no es rigurosamente exacto, pues para que exista pro-
piamente deslegálización es preciso que una materia que antes perte-
necía al ámbito de la Ley sea permanentemente rebajada e integrada en
la reserva reglamentaria (85). En la deslejralización, el sector pertene-
ciente anteriormente al dominio de la Ley pasa al reglamentario y, en
lo sucesivo, sólo podrá regularse tal materia a través de reglamentos. No
es tal transferencia la que lleva a cabo la Ley de Reglamentaciones de
Trabajo. En primer lugar, no existe en nuestro Derecho positivo un
reconocimiento expreso de la reserva reglamentaria, aunque quepa de-

(83) Infra, nota 79.
(84) El problema de la naturaleza jurídica de las Reglamentaciones de Trabajo ha

sido objeto de múltiples teorías. Aquí adoptamos la apuntada por GARCÍA-TREVIJANO
(Tratado cit., t. I, pág. 294) y posteriormente desarrollada por E. BORRAJO (La naturaleza
jurídica de las Reglamentaciones de Trabajo, RPS, núm. 53, de 1962, págs. 27 a 44).
En éstas se habló de Reglamento Delegado, término que ha sido criticado por la doc-
trina por la poca precisión o expresividad del mismo en nuestro Derecho positivo.
Confróntese CARCÍA DE ENTERRÍA: Apuntes (1968-1969), cit., págs. 118-119. Otros los deno-
minan Reglamentos autorizados (Cfr. R. ENTRENA CUESTA: Curso de Derecho administrativo,
2* ed., Madrid, Ed. Tecnos, 1966, págs. 103 y 104). La convencionalidad de la termi-
nología empleada no priva de sugestión a la tesis apuntada. Un completo y sistemático
análisis de las tesis propuestas, con importantes observaciones, en L. E. DE LA VIIXA:
Procedimiento de elaboración de las Reglamentaciones de Trabajo Madrid (ENAP), 1970,
páginas 255 y sigs.

(85) Tal es la concepción de GARCÍA-TREVIJANO: Tratado..., t. I, loe. cit. En contra,
con un concepto más amplio de deslegalización como... "operación que efectúa una Ley
que, sin entrar en la regulación material de un tema, hasta entonces regulado por Ley
anterior, abre dicho tema a la disponibilidad de la potestad reglamentaria de la Admi-
nistración...", cfr. E. GARCÍA DE ENTERRÍA: Legislación delegada y control judicial, cit.;
capítulo 5, IX.
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ducir un atisbo de dominio reservado al reglamento, del artículo 12, 2.%
de la Ley de Cortes (según redacción de la Ley Orgánica) (86); en con-
secuencia, no cabe llevar a cabo esta transferencia a una reserva regla-
mentaria inexistente. Pero, además, la Ley de Reglamentaciones otorga
al Ministro una competencia no excluyente, con respecto al poder le-
gislativo respecto de la fijación de condiciones de trabajo. La citada Ley
se limita a autorizar permanentemente (87) al ejecutivo para conocer
<le esta materia. Todo lo cual no afecta al carácter de reglamentos ad-
ministrativos normales y, en consecuencia, impugnables en vía conten-
ciosa de las reglamentaciones de trabajo (88).

La elevación posterior a rango constitucional de la Ley de Cortes,
llevada a cabo por la Ley de Sucesión, no fuerza a modificar en nada
los razonamientos hasta aquí expuestos.

En conclusión, y siguiendo el tenor del artículo 1.° de Ja Ley de Re-
glamentaciones, «toda la materia relacionada con la reglamentación de
trabajo, entendida ésta como regulación sistemática de condiciones mí-
nimas a que han de ajustarse las relaciones laborales concertadas entre
los empresarios y su personal en las distintas ramas y actividades, serán
función privativa del Estado, que se ejercitará sin delegación posible por
el Departamento Ministerial de Trabajo, y dentro de éste en las condi-
ciones que se establecen en la presente Ley por la Dirección General de
Trabajo».

E) La Ley de Convenios Colectivos Sindicales de 24 de abril de 1958.
Análisis de. la transferencia de competencias llevada a cabo por dicha
normativa.

a) Validez de esta transferencia.

Sin extendernos en el análisis de disposiciones posteriores que no
interesan a efectos de este tema, el paso básico posterior en materia de
fijación de condiciones de trabajo lo constituyen la Ley de Convenios
Colectivos de 24 de abril de 1958 (89).

(86) Cfr. GAKCÍA-TREVIJANO: Tratado, cit., t. I, págs. 279-282: en Francia existe un
reconocimiento constitucional de la reserva reglamentaria y en su competencia se dictan
los Reglamentos ordenados a la Constitución, contra los cuales, en principio, no puede
ir la Ley.

(87) En otro caso estaríamos ante una simple delegación del legislativo en el ejecutivo,
que se traduciría en la emanación de un Decreto legislativo o Ley delegada.

(88) Cfr. DE LA VILLA, ob. cit., pág. 263.

(89) BOE del 25 de abril.
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Intencionadamente nos marginamos de los problemas suscitados por
la legalidad de la referida normativa (90). El presente análisis se ha
de limitar a contemplar la naturaleza de la competencia otorgada a
ciertos órganos administrativos, esencialmente por la Ley de Convenios
Colectivos Sindicales y su Reglamento de 22 de julio de 1958 (91), para
fijar condiciones de trabajo en el caso en que se. realicen determinados
supuestos fácticos que las referidas disposiciones prevén.

Decíamos~que la Ley de Reglamentaciones llevó a cabo una atribución
de competencias al Ministerio de Trabajo para que, sin delegación po-
sible, fijase las condiciones de trabajo para los distintos sectores profe-
sionales.

La Ley de Convenios Colectivos y su Reglamento parecen otorgar cier-
ta competencia en la formación ¿\e¡ dichas condiciones a órganos infe-
riores del propio Ministerio (92). TmJo lo cual plantea nuevos problemas
que hemos de resolver.

¿Pueden, en general, los órganos de la Administración de jerarquía
inferior a Ministro dictar disposiciones generales? Indudablemente, se-
gún anteriormente vimos, esta posibilidad existe, sin más exigencias es-
pecífica.- que la expresa atribución llevada a cabo por Leyes ordinarias;
se trata, en todo caso, de una competencia derivada.

¿Tienen, en concreto, los órganos inferiores del Ministro de Trabajo,
esto e-, la Dirección General de Trabajo y las distintas Delegaciones Pro-
vinciales competencia para fijar condiciones de trabajo a través del cau-
ce específico de las Normas de Obligado Cumplimiento para el caso en
que sr realicen los presupuestos de hecho ru« la Ley contempla? Y de
admitir-i-, ¿cuál será la naturaleza y régimen jurídico de este otorga-
miento?

La Ley de Reglamentaciones de Trabajo, según so estudió, lleva a
cabo un rebajamiento o deslegalización impropia de la materia relativa
a la filación de condiciones de trabajo, sobre la cual, y en lo sucesivo,
podrá conocer el ejecutivo dictando reglamentos referentes a la misma.
Pero, ¿podrá llevarse a cabo un nuevo rebajamiento extendiendo a la

(90) Buena parte de los cuales han quedado resueltos por la Ley Orgánica del
Estado de 10 de enero de 1967.

(91) BOE del 18 de agosto.
'92) Todo lo relativo al estudio analítico de la competencia para diciar las NOC

y los órganos a los que debería corresponder será objeto de estudio y explicación en
momento posterior. Válganos, pues, dar por sentadas las conclusiones a las que luego
llegaremos y que en ese momento trataremos de desarrollar.
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competencia que se reconoció en la citada Ley de Reglamentaciones a la

Dirección General de Trabajo o a las Delegaciones Provinciales?

En principio, nada se opone a que otra Ley posterior —Ley de Con-

venios Colectivos— disponga que en adelante otros órganos inferiores,

además del Ministro (que ya poseía esa competencia), pueda dictar dis-

posiciones generales relativas a la normación de relaciones jurídicas la-

borales. No es sino una Ley posterior que, en definitiva, puede modificar

una norma anterior del mismo rango (93), sin que parezca existir un

obstáculo constitucional que se oponga a ello.

La Ley de 16 de octubre de 1942 expresamente preceptúa, en sus ar-

tículos 1 y 20, que «toda la materia relacionada con la reglamentación

de trabajo, entendida ésta como regulación sistemática de condiciones

mínimas a que han de ajustarse las relaciones laborales concertadas en-

tre los empresarios y su personal en las distintas ramas y actividades,

será función privativa del Estado, que «e ejercitará, sin delegación po-

sible, por el Departamento ministerial de Trabajo, y dentro de éste, en

las condiciones que se establecen en la presente Ley por la Dirección Ge-

neral de Trabajo» (art. 1.°), añadiendo que «serán nulos y carecerán de

todo valor y eficacia, siendo jurídicamente inexigibles los acuerdos adop-

tados en esta esfera de reglamentación del trabajo por cualesquiera or-

ganismo y autoridades distintos del Ministerio de Trabajo y que puedan

significar injerencia en sus facultades privativas, por referirse a modi-

ficación total o parcial de condicione- laborales en una indmtria o lo-

calidf>d determinadas» (ar;. 20).

Es preciso glosar el contenido de estos preceptos para analizar la va-

lidez o no del ejercicio normativo realizado por los órganos inferiores del

citado Departamento que surge a través del cauce de la Ley de Convenios

Colectivos y su Reglamento, y, más en concreto, del dictado de la 1NOC.

Sft pueden entender las normas transcritas en el sentido de considerar

el término «reglamentación de trabajo» en su ((acepción estricta de norma

profesional típica y no la genérica de regulación del trabajo» (94). En

con-ecuencia, para el eiercicio concreto de la potestad reglamentaria

de dictar Reglamentaciones de Trabajo, el Ministro no podrá delegar su

competencia, por sí mismo, a favor de órganos administrativos internos o

externos al Departamento (95). Todo lo cual no impediría que otros ór-

(93) Sin olvidar que el ejercicio normativo en el supuesto de emanación de una
Reglamentación de Trabajo y en el dictado de una NOC es visiblemente distinto.

(94) Cfr. L. E. DE LA VILLA: Procedimiento de elaboración..., cit., p.
(95) Cfr. L. E. DE LA VILLA, loe. cit.
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ganos inferiores pudieran dictar normas profesionales de distinta natu-
raleza y significado al estricto de las Reglamentaciones de Trabajo, cual
son las í\OC (según trataremos de demostrar en su momento). En cual-
quier caso, el Ministro no podrá delegar su función reglamentaria por
sí mLmo, sin que tal mandato pueda afectar la posibilidad de una Ley
(norma posterior y del mismo rango a la que eito preceptúa) de extender >
una determinada competencia normativa a otros órganos inferiores del
mismo Departamento.

Podría, asimismo, pensarse que las Reglamentaciones son resultado
del ejercicio de una delegación del legislativo (96) en el ejecuiivo; serían
manifestación de una potestad legislativa delegada (por el legislativo) al
Ministerio de Trabajo (97). De esta forma no cabría delegar a su vez esta
competencia delegada (delégala polestas non potest delegar i), según prin-
cipio jurídico comúnmente reconocido (98).

Esta tesis resulta, desde distintos puntos de vista, insostenible; no
sólo porque, según ya vimos, no cabe admitir, a la vista de nuestras Le-
yes, mantener la tesis de la delegación legislativa en lo que respecta a
la competencia del Ministerio de Trabajo para dictar Reglamentaciones
de Trabajo (99), sino incluso porque parece muy discutible la afirma-
ción de que la transferencia de competencia del Ministro a los órganos
inferiores de su Departamento para fijar condiciones de trabajo, que pa-
rece implicar el dictado de las NOC. tenga naturaleza de delegación
(cuestión sobre la que se insistirá posteriormente).

Cuando la T,ey de Reglamentaciones habla de ejercicio indelegable por

(96) Por la naturaleza genuinamente legislativa del contenido esencial de las mismas
en cuanto materias que afectan a la libertad y a la propiedad según razonamientos ya
estudiados. »

(97) Sentencias del Tribunal Supremo de 25 de noviembre de 1950, 22 de diciembre
de 1954, 1 de marzo de 1955, 9 de octubre de 1963, 18 de febrero de 1963, 8 de abril
de 1965, entre otras. Jurisprudencia ésta recogida por E. BORRAJO en La naturaleza jurí-
dica de las Reglamentaciones de Trabajo, en RPS, núm. 53, 1962, págs. 29 y 30, y en
especial en sintética, pero completa clasificación llevada a cabo en Introducción al Dere-
cho español del Trabajo, t. II, Madrid (Ed. Tecnos), 1969, págs. 108 y sobre todo 115
y 116.

(98) Principio que tiene su expresión, por lo que se refiere a la Administración del
Estado en el artículo 22 de la LRJ, según el cual "en ningún caso podrán delegarse las
atribuciones que se posean a su vez por delegación". Asimismo, se reconoce por la
jurisprudencia; por ejemplo, la STS de 25 de febrero de 1961, A/2.367, cit., por BORRAJO,
en La naturaleza jurídica de las Reglamentaciones..., cit., pág. 38, y en Introducción.. ,
cit., t. II, pág. 108.

(99) Las razones resultan tan evidentes que parece ocioso el repetirlas. Las objecio-
nes a dicha tesis pueden observarse en E¡ BARROJO, en las dos obras citadas en las notas
procedentes.
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el Departamento Ministerial de Trabajo (y por la Dirección General de
Trabajo en las condiciones establecidas en dicho texto legal) en materia
de reglamentación de trabajo (en cuanto regulación sistemática de con-
diciones mínimaa a- que se han de ajustar Jas relaciones laborales), no
hace sino concretar el mandato contenido en la Declaración III, núme-
ro 4, del Fuero del Trabajo (100), atribuyendo a un específico órgano del
Estado, el Ministerio de Trabajo, el monopolio normativo en lo referente
a fijación de condiciones de trabajo; esta función se considera allí «pri-
vativa del Estado (Ministerio de Trabajo)». En consecuencia, serán nu-
los los acuerdos adoptados en esta materia por organismos distintos del
citado Ministerio, sin que dicha sanción alcance al conocimiento por
autoridades inferiores al Ministro dentro del mismo Departamento (101).

La posterior legislación de convenios colectivos no quiso separars; de
esta línea intervencionista, al establecer que incluso <rel convenio acor-
dado dentro de dicha Organización Sindical sólo será eficaz si obt'ene
la aprobación de los órganos competentes del Ministerio de Trabajo, con
lo que se respeta la prescripción del citado artículo 20 de la Ley de Re-
glamentaciones» (10.2). Si incluso los convenios colectivos no ?e salen de
la propia esfera normativa del Estado (103), mucho menos las NOC,
actos puramente administrativos, de carácter reglamentario.

En conclusión, no existe impedimento alguno para admitir la legali-
dad de una transferencia de competencias para regular el contenido de
las relaciones laborales que, atribuida inicialmenle al Ministro por la Ley
de Reglamentaciones de Trabajo (en especial en base al art. 14), han sido
traspasadas o, mejor, extendidas a los órganos inferiores del mismo De-
partamento por una Ley poster'or (Ley de Convenios Colectivos Sindi-
cales) (104).

(100) Téngase presente la importante modificación introducida por la Ley Orgánica
del Estado de 10 de enero de 1967.

(101) Cfr. STS, 4.a, 8 de noviembre de 1965, Jurisprudencia conlenciosó-administra-
tiva (Ed. Santillana), 1965, núm. 850, y A/65, núm. 5.082, Ponente: señor FERNÁNDEZ
HERNANDO, y, en especial, RDGOT de 23 de septiembre de 1960 (BOMT, III, píg. 845),
de acuerdo con la cual..., "si bien, como preceptúa el artículo 1.° de la Ley de 16 de
octubre de 1942, la facultad atribuida a este Departamento ministerial es indelegable,
tal limitación se circunscribe a otros organismos y no a los propios...".

(102) Cfr. E. BORRAJO: Introducción..., t. II, pág. 136.
(103) Sin olvidar, en palabras del Profesor BORRAJO (Introducción* t. II, cit., púg. 137),

cómo "la reforma constitucional (LOE) autoriza una revisión de la legislación de con-
venios colectivos sindicales pa.ra dotar de mayor autonomía normativa a las organizaciones
pactantes".

(104) Insistiendo en que el ejercicio de la potestad reglamentaria de dictar Regla-
mentaciones de Trabajo y el correspondiente a la emanación de NOC son en sí dis-
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b) Naturaleza jurídica.

. a') La posición de la doctrina y la jurisprudencia: Tesis de la de-
legación. Crítica de la misma.

Conviene' entrar en el análisis de cuál sea la naturaleza de esta trans-
ferencia o extensión de competencias del Ministro al Director General de
Trabajo y a los Delegados Provinciales que introduce la normativa úl-
timamente citada.

Ante el silencio de los textos legales sobre este punto, hemos de
penetrar en la jurisprudencia y la-doctrina para ver si aportan criterios
clarificadores.

La sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4.a, de 23 de diciembre
de 1967 (105), resume la doctrina conmúnmente reconocida, al afirmar
que... «las denominadas Normas de Obligado Cumplimiento, en nues-
tro Ordenamiento laboral... (tienen), un valor superior al mero acto
administrativo e inferior al de la Ley formal, como manifestación del
ejercicio de la potestad reglamentaria, equivalente a las Reglamentacio-
nes de Trabajo, de cuya naturaleza participan, como disposiciones ge-
nerales, debiendo entenderse, conforme a lo sostenido reiteradamente
por la propia Administración, que la Orden de 27 de diciembre de
1962 (106), contiene la delegación ministerial a favor de las Delegacio-
nes Provinciales y de la Dirección General de Ordenación del Trabajo,
delegación que, para ser eficaz, conforme a lo establecido en el ar-
tículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico, fue publicada en el Boletín
Oficial del día 12 de enero de 1963, de forma que las normas así dic-
tadas ponen fin a la vía administrativa, con arreglo a lo preceptuado en
el número 3 del artículo 36 de la Ley de Régimen Jurídico y la Orden
de la Presidencia del Gobierno de 10 de julio de 1961 (107), que asig-
nan a las resoluciones dictadas por las autoridades delegadas, los mis-
mos efectos que si las hubieran dictado las delegantes...».

Para la presente sentencia, la transferencia de competencia que es-
tudiamos tiene indudable naturaleza do delegación, tesis mantenida, asi-
mismo, no sólo por otras sentencias del mismo Tribunal (108), sino

tintos, según se tratará de demostrar; conservando, no obstante, como característica común
el incidir en la fijación de condiciones laborales.

(105)- A/5.041, Ponente: señor CRUZ CUENCA.
(106) Sobre competencia para dictar NOC en los expedientes de convenios colectivos

sindicales.
(107) BOE de 17 de julio.
(108) Así. por ejemplo, STS, 4.a, de abril y octubre de 1967, Ponente de ambas:

señor ARUS RAMOS, en cuanto que se remiten al artículo 32, LRJAE.
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también por las Resoluciones de la Dirección General de Ordenación
del Trabajo.

En este sentido, la Resolución de 10 de abril de 1967 (109) —quizá
«I más completo intento de exposición de la doctrina de la Dirección
General sobre la naturaleza jurídica de las NOC— expresamente sostie-
ne que «la naturaleza propia de la NOC... supone el ejercicio de una

'* potestad reglamentaria delegada», reiterando en la misma Resolución
«su carácter de disposición general administrativa, dictada en uso de
facultades delegadas». Tesis confirmada por el mismo Centro directivo
en Resolución de 29 de julio de 19C8 (110), en la que califica a la NOC
de... «acto administrativo, dictado en ejercicio de potestad reglamenta-

1 ria delegada...».

La escasa doctrina que ha estudiado la NOC no se ha ocupado de
esta cuestión, salvo a veces, incidentalmente, y, quizá, al recoger las
tesis propuestas por la jurisprudencia, y las Resoluciones administra-
tivas.

En todo caso, las referencias doctrinales se suman a las doctrinas
allí transcritas y, en consecuencia, afirman la tesis de la delegación.
«Como declara la propia jurisdicción —mantiene DIÉGUEZ—, estas nor-
mas no interpretan preceptos legales, sino que los crean, suponiendo
así una potestad reglamentaria delegada. El caso resulta similar al de
las Reglamentaciones de Trabajo, de cuya naturaleza participan sin duda
las Normas de Obligado Cumplimiento. Existe de este modo una dele-
gación normativa, pues esta competencia reglamentaria aparece atribui-
da al Ministro de Trabajo por la Ley de Reglamentaciones (art. 1.°).
En este orden de cosas, quizá también resulte improcedente hablar de
recursos administrativos, pues la propia Ley de Régimen Jurídico de la
Administración del Estado considera (art. 36, 4) que ponen fin a la
vía administrativa las resoluciones de las autoridades inferiores en los
«asos en que resuelven por delegación del Ministro...» (111).

Al tratar de la irrecurribilidad en alzada de las NOC, CALVO sos-
tiene, limitándose a plantear la cuestión sin sumarse abiertamente a
esta tesis, que ello se funda en que «si concibe la norma como una de-
legación de facultades, la delegación proviene del propio Ministro de
Trabajo, cuyas resoluciones agotan normalmente la vía administrativa,

(109) BOMT, X-1967, ref. 4-62.
(110) BOMT, XI-9-60.
(111) Cfr. Deducción y solución de los conflictos laborales de intereses, cit., pá-

ginas 147 y 148.
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y como según la teoría de la delegación el acto administrativo se en-
tiende, a estos efectos, como realizado por el delegante, no habría re-
cursos...» (112).

En general, pues, tanto la jurisprudencia como la doctrina, suelen
considerar que este traspaso del ejercicio de la competencia del Ministro-
a los órganos inferiores del mismo Departamento para fijar normativa-
mente condiciones de trabajo tiene naturaleza de delegación. No obs-
tante, la citada tesis no nos parece técnicamente aceptable dentro del
marco de nuestro Ordenamiento, y, en concreto, según el alcance y
sentido que en el mismo tiene la delegación de competencias adminis-
trativas (113).

Sin necesidad de entrar en el estudio de la delegación, objeto pro-
pio del Derecho administrativo (114), apuntaremos las razones de im-
pugnación de las tesis antes expuestas.

En toda delegación administrativa han de distinguirse cuidadosamen-
te distintos momentos y fases :

1) Norma jurídica que autorice la delegación; norma que ha de
ser, cuando menos, del mismo rango que aquella que originariamen-
te haya concedido la competencia, si bien teniendo en cuenta que la
autorización para delegar puede venir establecida en la propia norma
que inicialmente otorgue la competencia o en otra posterior del mismo-
rango (115).

(112) Cfr. Comentarios y casos prácticos sobre convenios y conflictos colectivos, Bilbao
(Ed. Deusto), 1967, pág. 58. El autor no parece asumir una postura concreta, dado eT
carácter esencialmente descriptivo del libro.

(113) Delegación, en cuanto transferencia de competencias administrativas y, en
consecuencia, entre órganos de la propia Administración, que, ha de distinguirse celo-
sámente de la delegación legislativa que en palabras del Profesor BORRAJO constituiría
"la entrega temporal y excepcional que los órganos investidos de poder legislativo hacen
a favor de los órganos del poder ejecutivo para dictar disposiciones con fuerza de Ley",
en Introducción..., cit., t. II, pág. 96.

(114) En el Derecho español este tema ha sido estudiado definitivamente por GARCÍA-
TREVIJANO, en Principios Jurídicos de la Organización Administrativa, Madrid (Instituto
de Estudios Políticos), 1957, y, posteriormente, en Tratado de Derecho Administrativo,
tomo II, Madrid (Ed. RDP), 1%7, págs. 403 y sigs.; asimismo, J. L. VALLINA VELAROS, en
Transferencia de funciones administrativas, Madrid (Instituto de Estudios de Administra-
ción Local), 1964 (Prólogo de F. GARRIDO FALLA), en su cap. III, págs. 87 a 130 y biblio-
grafía en ellas citada. En la doctrina extranjera, por todos, FRANCHINI: La delegazione
amministrattiva, Milano, 1950.

(115) Cfr. VALLINA VELARDE: Transferencia de fundones..., cit., pág. 109. Al estudiar
el alcance que, a estos efectos, tiene el artículo 22 de la LRJ afirma: "En la LRJ dé-
la Administración del Estado viene admitida la delegación de competencias con un
carácter amplio y general en relación a los órganos y competencias que dicha Ley re-
gula, es decir, respecto a los órganos superiores de la Administración Central, entendiendo
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En relación con la NOC cabría pensar que la Ley de Convenid»
Colectivos, en cuanto norma del mismo rango que la Ley de Reglamen-
taciones, prevé y admite la delegación del ejercicio de la competencia
para fijar condiciones de trabajo que antes correspondían al Minis-

l tro. Del texto de la citada Ley de Convenios Colectivos no cabe, sin
embargo, inferir tal autorización, en cuanto que se limita a realizar
una evidente distribución de competencias, transfiriendo Ia9 del Mi-
nistro de Trabajo (la competencia de fijar condiciones de trabajo en
los supuestos concretos y dentro de los cauces que dicha normativa

•r. traza) a la Dirección General de Trabajo y a las Delegaciones Provin-
ciales según corresponda; en ningún momento se atribuye competencia
al Ministro en sí, y menos se indica la posibilidad de que éste o el Di-
rector General puedan delegar la competencia que la mencionada nor-
mativa le atribuye (116).

r 2) Acto concreto de delegación; sin .-terciar en la polémica fobre
si reviste o no carácter normativo (117), será el acto administrativo, a
través del cual el órgano delegante, haciendo uso de la posibilidad que
le reconoce la norma de autorización, actualiza el traspaso del ejercicio
de la competencia, que no su titularidad. La Ley de Régimen Jurídico
de la Administración del Estado, en su artículo 32, número 1 (118),

el término órganos superiores no en el sentido del artículo 2.° de dicha Ley, puesto que
dentro de esta autorización general <Je delegación se comprende no sólo al Consejo de
Ministros y a los Ministros, sino también a los Subsecretarios y Directores Generales.
En todo caso hemos de indicar que esta autorización para delegar debe ser entendida
en forma estricta y, por tanto, de acuerdo con la redacción dada al artículo 22 de la L.RJ
de la Administración del Estado, tan sólo tendrá aplicación respecto de las competen-
cias específicas que se detallan en la propia LRJAE, y no de aquellas otras que a dichos
órganos puedan venir conferidas por los Reglamentos orgánicos de sus respectivos Minis-
terios o por disposiciones especiales. En cuanto que el principio general es que las
competencias deben ser ejercidas por los órganos que las tengan atribuidas como pro-
pias, es lógico que las normas de organización que atribuyen la posibilidad de delegar
sean interpretadas restrictivamente" (págs. 310 y 111).

(116) Para que pudiéramos hablar de la Ley de Convenios Colectivos como Ley de
autorización, tendríamos que partir de la atribución de competencia (no de su ejercicio)
a un determinado órgano, y prever la posibilidad de que éste la delegase; cosa que
no aparece en ninguno de los preceptos de la Ley de Convenios Colectivos ni de su
Reglamento y disposiciones posteriores.

(117) Cfr. VALLINA, en Transferencia..., cit., págs. 113 a 115, y. en especial, Consi-
deración jurisprudencial del acto de delegación administrativa, en "Revista de la Facultad
de Derecho". Madrid, 1961. núm. 11, págs. 361 a 365.

(118) El citado artículo dispone: "Las Delegaciones de facultades que los diversos
órganos de la Administración, salvo en el caso previsto en el número primero del ar-
tículo 22 confieran a otros inferiores, se publicarán en el BOE".
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exige, como requisito formal (119), la publicación de este acto en el
«BOE» (120).

A pesar de que la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de diciem-
bre de 1967 quiere ver en la Orden de 27 de diciembre de 1962, sobre
competencias para dictar NOC en expedientes de Convenios Colectivos-;
Sindicales, el acto concreto de delegación del Ministro en favor del Di-
rector General y de las Delegaciones Provinciales, nada se manifiesta
de la lectura del texto de dicba Orden que abogue en favor de esta

.tesis y si, más bien, demuestra claramente que su naturaleza no es aque-
lla. Sin que la publicación de la citada Orden en el «BOE» tenga efecto .,
alguno para desvirtuar tal conclusión, como indica ]a sentencia de re-
ferencia, ya que tal publicación se fundamenta en el artículo 1.° del
Código civil y en el 29 y 132 de la Ley de Régimen Jurídico y Ley de
Procedimiento Administrativo, respectivamente, par su naturaleza de
acto normativo y no en el artículo 32 de la Ley de Régimen Jurídico en
cuanto acto de delegación de facultades (como apuntaba la sentencia del
Tribunal Supremo a la que venimos refiriéndonos).

Por otra parte, «la delegación será revocable en cualquier momen-
to por el órgano que la haya conferido» (art. 22, 5, párrafo 2.°, de la
LRJ), y en el sistema español de convenios colectivos no aparece esta
posibilidad de revocación de la competencia para emanar NOC (121).

Asimismo, y sirva ésta de argumentación más indiciaría que ju-
rídica, en las resoluciones aprobatorias de las NOC no se hace constar
que se dicten por delegación, siendo así que el número 2.° del artícu-
lo 32 de la LRJ preceptúa que, «cuando las resoluciones administra-
tivas se adopten por delegación, se hará constar expresamente esta cir-
cunstancia, y se considerarán como dictadas por la autoridad que la
haya conferido».

(119) Cfr. GARCÍA-THEVJJANO: Tratado..., cit., t. II, pág. 406, y VALLINA: Transfe-
rencia..., rit., págs. 117 y 118, y Consideración jurisprudencial. , cit., págs. 303 y 364.
Sin embargo, afirma este último autor (en Transferencia..., pág. 118), "dicho requisito
de forma hay que considerarlo como en general sucede con el requisito de la publicación
o notificación de los actos administrativos, como un requisito de eficacia".

(120) Salvo en los casos que no es el presente, de delegación de funciones adminis-
trativas del Consejo de Ministros en la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos
Económicos (art. 22, ], de la LRJ). Por otra parte, la delegación de las autoridades
inferiores al Ministro exige la aprobación de éste (art. 22, 4 y 5, de la LRJ de la
Administración del Estado).

(121) En ningún caso, y dejando para otro momento las objeciones a la legalidad
de la misma.. La Orden de 27 de diciembre de Í962 contiene la posibilidad de revocación
en favor del Ministro, pues, a lo sumo, prevé una avocación (muy discutible, según se
tendrá ocasión de estudiar).
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Por último, y por si quedase alguna duda sobre la inviabilidad de la
tesis que considera la NOC dictada en ejercicio delegado de compe-
tencias, la letra d) del número 3 del artículo 22 de la LRJAE dispone
que no podrá ser objeto de delegación la competencia reglamentaría
(de dictar normas) de los Ministros (122).

Si entendemos, como parece hacerlo la mayoría de la doctrina y,
en todo caso, la jurisprudencia del Tribunal Supremo y la llamada ju-
risprudencia administrativa, que la NOC tiene indiscutible carácter nor-
mativo, no parece admisible la tesis de la delegación en el dictado de
las NOC.

b') La transferencia de competencias del Ministro en los órganos
inferiores para dictar Normas de Obligado Cumplimiento como supuesto
de desconcentración. -

La transferencia de determinadas facultades normativas del Ministro,
llevada a cabo por la Ley de Convenios Colectivos Sindicales, en favor
<le la Dirección General de Trabajo y de las Delegaciones Provinciales,
no reviste el carácter de delegación administrativa. ¿Cuál será entonces
su naturaleza? La Ley de Reglamentaciones de Trabajo otorga al Mi-
nistro de Trabajo la competencia para fijar condiciones de trabajo,
•dentro de un determinado sector profesional. Pues bien, la LCC no
hace sino traspasar una cierta parcela de esta competencia del Minis-
tro, al disponer que, en aquellos casos que la referida normativa pre-
vé, en que las partes contratantes hayan llegado a un acuerdo o en que
sea preciso dictar una norma sustitutiva de dicho acuerdo, sea el Di-
rector General de Trabajo o los Delegados Provinciales los que deten-
ten la competencia, bien de aprobar dicho pacto, bien de emanar
una NOC.

Esta transferencia de competencias está limitada, material y proce-
salmente, en cuanto que, según ha dicho el Tribunal Supremo..., «la
IVOC es siempre de naturaleza restringida y tan sólo debe surgir a tra-
vés de los estrechos moldes del artículo 8.° de la Ley y 13 y 17 (sic)

(122) Art. 22 de la LRJAE: "La9 atribuciones reconocidas a las diversas autoridades
de la Administración del Estado, a que se refiere el T. 2.° de esta Ley, serán dele-
gables en los órganos inferiores siguientes: ... 3) Las de los Ministros, en los Subse-
cretario? y Directores Generales, excepto en los siguientes casos: ... d) los que den lugar
a la adopción de disposiciones de carácter general". Cfr. VILLAR PALASÍ: Derecho admi-
nistrativo, t. I, Madrid, 1968, pág. 419; GARCÍA-TREVIJA.NO: Tratado..., cit., t. II, pág. 408;
VALLINA: La transferencia..., cit., pág. 121.
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del Reglamento» (123). Es decir, no se transfiere la competencia del
Ministro para fijar normativamente condiciones de trabajo, sino sola-
mente la competencia para dictar reglamentos sobre condiciones de tra-
bajo para un determinado sector profesional, en los supuestos que la
LCC prevé y, además, a través de un procedimiento específico que la
referida Ley establece. Todo lo cual trae como consecuencia el que el
Ministro vea limitada, en lo sucesivo, su potestad normativa, de forma
que no podrá dictar NOC sustitutivas de un convenio colectivo (124).

¿Cabe deducir de los preceptos de la Ley de Convenios esta trans-
ferencia de competencias del Ministro a los órganos inferiores?

El contexto de la mencionada Ley hace perfectamente admisible
llegar a la conclusión de que, efectivamente, se lleva a cabo esa trans-
ferencia permanente de competencias. Así, por ejemplo, el artículo 8,
en su párrafo 2.°, dice textualmente :

«Si una de las partes no concurriera, la Delegación Sindical
competente elevará a la Delegación Provincial de Trabajo o, en su
caío, a la Dirección General las propuestas que se hubieran for-
mulado, acompañadas de un informe del Sindicato correspondien-
te, a fin de que puedan servir de base al ministerio de Trabajo ptra
que pueda dictar disposiciones específicas de obligado cumplimien-
to para aquellos a quienes hubiere afectado el convenio de haber-
se llegado a su celebración».

Admitir que, en base a este precepto, la, competencia para dictar
Normas de Obligado Cumplimiento corresponde a los órganos interiore»
que se mencionan, viene confirmado por el propio desarrollo reglamen-
tario de la LCC (vid. Reglamento de la Ley de Convenios Colectivos
Sindicales de 22 de julio de 1958) y disposiciones posteriores y, en todo
caso, por la práctica administrativa (que si no es por si solo un argu-
mento definitivo, puede ?er un elemento demostrativo a tener en
cuenta) (125).

Así, la sentencia del Tribunal Supremo. Sala 4.", de 8 de noviembre

(123) STS, 4.*, de 27 de abril de 1966, A/66, núm. 2.129, Ponente: señor OLIVES.
(124) De ahí la ilegalidad de la avocación establecida en la Orden de 27 de diciem-

bre de 1962, que tendremos ocasión de analizar, dado el principio general de irrenun-
ciabilidad de la competencia recogida por el artículo 4.° de la LPA (con salvr.iades que
no caben en este caso, vid. infra).

(125) Mantener hoy lo contrario podría hacerse doctrinalmente, pero no sería realista.
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de 1965 (126), ha venido a confirmar esta tesis, diciendo «que la atri-
bución de competencia tro genere al Ministerio de Trabajo, que alguna
de las aludidas disposiciones contiene, ha de entenderse referida, no a
los órganos centrales, sino a los inferiores, competentes por razón de
la materia y del territorio, según el artículo 5 de la Ley de Procedi-

- miento Administrativo» (127).
Sólo resta encuadrar doctrinalmente esta transferencia de competen-

cias. A tal efecto, pienso que estamos ante un supuesto de desconcen-
tración administrativa (128), en cuanto atribución con carácter exclu-
sivo y permanente de determinadas competencias pertenecientes a un

:- órgano superior —Ministro de Trabajo— a otros inferiores —Dirección
General de Trabajo o Delegaciones—, siendo ambos órganos integrantes
del mismo ente (129) (130).

(126) A/65, nú™. 5.082, Ponente: señor FERNÁNDEZ HERNANDO; aunque parece fun-
damentarse en preceptos derogados, se plantea la desconcentración como hipótesis en
la sentencia de la Audiencia Territorial de Valladolid de 13 de marzo de 1965. En
Jurisprudencia conlencioso-administraliva, 1966, cit., ref. 1.552.

(127) Art. 5, 1, de la LPA: "Si alguna disposición atribuye competencia a la Admi-
nistración Civil del Estado sin especificar el órgano que deba ejercerla, se entenderá que
la facultad de instruir y resolver los expedientes no corresponde a los órganos centrales,
sino a los inferiores competentes por razón de la materia y del territorio, y, de existir
varios de éstos, la instrucción y la resolución se entenderá atribuida al órgano de
competencia territorial más amplia".

(128) La desconcentración no es simplemente creación de la doctrina, pues está
prevista por nuestras Leyes, principalmente en la disposición adicional primera de
la LRJAE y en el artículo 2.° de la Orden de 10 de julio de 1961, dictada en desarrollo
de la misma, se afirman:

Disposición adicional primera de la LliJ: "En el término de un año, a contar desde
la promulgación de la presente Ley, los distintos Ministerios remitirán a la Presidencia
del Gobierno una propuesta detallada sobre los asuntos que, debiendo hasta ahora resol-
verse por Decreto, puedan serlo en lo sucesivo por Orden acordada por una Comisión
Delegada del Gobierno o mediante Orden ministerial, y de aquellos otros que, siendo
actualmente de la competencia de los Ministros, pueda ser transferida su resolución a
los Subsecretarios, Directores generales. Jefes de Sección y Órganos Locales Delegados
de la Administración; y del mismo modo los propios hasta ahora de la competencia de
otros órganos superiores que puedan ser también objeto de desconcentración".

Art. 2." de la Orden de 10 de julio de 1961: "Las resoluciones dictadas por los órga-
nos inferiores en virtud de la desconcentración de ¡unciones prevista en la disposición
adicional primera de la LRJ"...

(129) Esta última nota diferencia la desconcentración —transferencia interorgánica
de competencias— de otras figuras como la descentralización —transferencia intersub-
jetiva—.

(130) Esta forma de atribución de competencias ha sido principalmente estudiada en
nuestro país por GARCÍA-TREVIJANO, en Principios Jurídicos de la Organización Adminis-
trativa, Madrid (IEP), 1957, págs. , y Tratado..., cit., t. II, págs. 727 y sigs.; asimis-
mo, por VALLINA VEI.ARDK, en Desconcentración administrativa, en RAP, 1961, núm. 35,
páginas , y Transferencia..., cit., págs. 2l y sigs., y autores en estas obras citados.
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En resumen: el Fuero del Trabajo atribuía al Estado el monopolio
normativo en materia laboral; atribución que concretó la Ley de Re-
glamentaciones de 16 de octubre de 1942, al disponer que la regulación
de toda la materia relacionada con la Reglamentación de Trabajo se
ejercite por el Ministerio de Trabajo y, en concreto, por el Jefe del
Departamento, en cuanto que las normas dictadas di amparo de la
mencionada Ley han de aprobarse por Orden Ministerial (art. 14 de la
Ley de 16 de octubre de 1942). La Ley de Reglamentaciones llevó a
cabo, según se vio, un rebajamiento o degradación de esta materia (131),
en cuanto que, por afectar a la propiedad y libertad, debería ser ob-
jeto de Ley. Posteriormente, la Ley de Convenios Colectivos Sindicales
de 24 de abril de 1958 vino a transferir parte de las competencias nor-
mativas en materia de fijación de condiciones laborales (en este ca«o
concreto, la de dictar Norma de Obligado Cumplimiento en expedien-
tes de Convenios Colectivos Sindicales, dentro del marco antes expues-
to) que le correspondían al Ministro, en favor de la Dirección General
de Trabajo y las Delegaciones Provinciales que, en lo sucesivo, cono-
cerán en esa materia específica, ron carácter exclusivo y permanen-
te (132). Hemos llamado, a esta forma de atribución o traspaso de com-
petencias, siguiendo la doctrina más actual, desconcentración.

F) Naturaleza material de este segundo acto: Reglamentación, Con-
venio Colectivo.

a) Posiciones de la doctrina v jurisprudencia.

La doctrina se ha preocupado con preferencia de hallar un parale-
lismo a la NOC con relación a las restantes normas profesionales que el
Ordenamiento español prevé. Así se ha preguntado la naturaleza <le
Reglamentación o Convenio Colectivo que pueda revestir la NOC, o,
al menos, sobre las afinidades más o menos acentuadas que pueda te-
ner con respecto a dichas normas profesionales.

En general, se afirma que las NOC tienen naturaleza de Reglamen-
taciones de Trabajo. F.n algunos casos, en base a planteamiento pura-

\ o se me oculta que la doctrina administrativa viene utilizando el concepto de descon-
rentración como técnica de transferencia de competencias resolutorias (actos no norma-
tivos), pero no veo inconveniente alguno para referirlo al trasvase de competencias nor-
mativas a órganos desconcentrados dentro de la propia organización administrativa.

(131) Rebajamiento y no deslegalización, puesto que, al no existir en nuestro sistema
reserva reglamentaria, podrá, en todo caso, el legislador seguir conociendo de estas
miterias.

(132) Vid. el carácter irrenunciable de la competencia, artículo 4 de la LPA.
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mente descriptivos y recogiendo las tesis mantenida por la jurispruden-
cia 7 las resoluciones administrativas, se afirma la semejanza de las NOC
con respecto a las Reglamentaciones de Trabajo (133) o bien se habla
de «normas laborales dictadas al amparo de la Ley de Reglamentacio-
nes de Trabajo de 16 de octubre de 1942» (134), incluso, más radical-
mente, se afirma que estas «normas interpretan preceptos legales, sino
que los crean, suponiendo así una potestad reglamentaría delegada. El
caso resulta similar —ae añade— al de las Reglamentaciones de Trabajo,
de cuya naturaleza participan sin duda las NOC» (135).

Algunos autores han adoptado una posición ecléctica; más bien in-
clinada hacia la naturaleza jurídica de Convenio Colectivo de las NOC.
Piensan estos tratadistas que la NOC no tienen naturaleza ni de Re-
glamentación de Trabajo ni de Convenio Colectivo, «sino una natura-
leza propia y sustantiva» (136). En esta línea, reviste especial significa-
ción la tesis que mantuviera el malogrado Profesor PÉREZ BOTIJA (137),
el cual trató de delimitar doctrinalmente la naturaleza de las NOC.

La NOC era, para el referido Profesor, un «tertium genus entre Re-
glamentación y Convenio», no obstante lo cual «la ba.«e legal de las
repetidas normas no la constituye la Ley de Reglamentaciones, sino la
Lev de Convenios y su Reglamento». Así, de acuerdo con este criterio,
«no cabe pensar . , al considerar la naturaleza de las NOC, que la Ad-

(133) Tal es la posición mantenida, con intención sintética y pedagógica, por los
Profesores BAYÓN CHACÓN y PÉREZ BOTIJA, en Manual de Derecho del Trabajo, 8.» e<L Ma-
drid, 1969-70, pág. 218. Allí se recope la Tesis de la RDGOT de 20 <le enero de 1967
y de las Ss. T. S., 4.», de 31 de octubre de 1967 y 16 de marzo de 1968. Cfr.. también.
J. A. CALVO: Comentarios y casos prácticos sobre convenios y conflictos colectivos, Bil-
bao (Ed. Deusto), 1967, pág. 58.

(134) Cfr. R. AYERRA ALONSO: El régimen, de recursos administrativos en el proce-
dimiento de elaboración, de Convenios Colectivos, en DA, núm. 95, Madrid, noviembre
1965, págs. 39 a 50. y, en especial, pág. 49.

f 135) Cfr. G. DIÉCUEZ CUERVO: Deducción y solución de los conflictos laborales de
intereses. Pamplona (Ed. Univ. de Navarra). 1967, pág. 147. -,

(136) Cír. SACARDOY : Notas sobre las normas de obligado cumplimiento, cit., pá-
ginas 26 y 27. Sin afirmar el carácter de Reglamentación, se opone a admitir la natura-
leza del Convenio Colectivo, la tesis expuesta por J. E. BLANCO, en El recurso contencieso-
administralivo contra las llamadas normas de obligado cumplimiento dictadas por el Mi-
nisterio de Trabajo, RPS, 1968, núm. 80, pág. 44...; "las llamadas normas dé obligado
cumplimiento no ofrecen, a efectos de su consideración científica, jurídica ni legal, el
carácter de Convenios Colectivos Sindicales, ya que tienen precisamente como swbstra-
tvm la condición antitética de lo que es un convenio, a saber: la <!e que, entre las
partes, no se llegue a un acuerdo (convenio)".

(137) Cfr. Dictamen sobre norman de obligado cumplimiento, elaborado el 20 de
diciembre de 1965, a petición del Grupo de Empresas de la Construcción y Obras Públicas
de la Provincia de 1.a Corana; en especial, págs. 10 y sigs.
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ministración ejercite una modalidad de potestad reglamentaria absolu-
tamente análoga a la que ejercita a tenor de la Ley de 16 de octubre
de 1942» (138). Una tesis semejante es la recientemente sostenida por el
Profesor BORRAJO, según el cual la NOC está vinculada a la normativa
de los Convenio» Colectivos (139).

La doctrina mantenida por el Tribunal Supremo gira, en general,
en torno a dos criterios: en primer lugar, e indirectamente, se admite
la semejanza de las NOC con las Reglamentaciones de Trabajo, en cuan-
to a normas abstractas e imperativas que son ambas; naturaleza ésta
que, sin duda, se reconoce compartida por el Convenio Colectivo (140).
No parece, pues, que tal criterio tenga valor en este momento para de-
limitar las instituciones que analizamos. El otro criterio típico en la
construcción jurisprudencial se refiere al reconocimiento de la seme-
janza de las NOC con el Convenio Colectivo, o más bien, la integración
de la NOC en la normativa vigente sobre contratación colectiva, aun
reconociendo la diversidad de ambas especies. A este respecto, tiene es-
pecial significado la sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4.a, de 27
de abril de 1966 (141), a cuyo tercer Considerando no3 remitimos: «La
NOC representa, en todo caso, la excepción, en esta legislación sobre
Convenios Colectivos, en que lo general es el máximo respeto a la vo-
luntad concertada entre las parles interesadas como vía legal del logro
del Convenio, que es su propia finalidad perseguida. Por lo mismo, la
NOC es siempre de naturaleza restringida y tan sólo debe surgir a tra-
vés de los estrechos moldes del artículo 8 de la Ley y 13 y 17 del Re-
glamento, en los que se parte de gestiones verdaderamente contractuales,
desarrolladas con indudables puntos de avenencia, aunque sin llegar a
concertar detalles más o menos intrascendentes; pues lo contrario, des-
naturalizaría la propia legislación de Convenios Colectivos» (142).

(138) Op. cit., págs. 13 y 14.
(139) Cfr. E. BORRAJO: Introducción al Derecho español del Trabajo, t. II, pá-

ginas 186 y 187.
(140) Vid., entre otras, STS, 4.a, de 27 de marzo de 3965. Jurisprudencia Con-

tencioso-Administrativa (Ed. Santularia), ref. 1.509.
(141) A/66, núm. 2.129: Ponente: señor OLIVES.
(142) Vid., asimismo, STS, 4», de 23 de diciembre de 1967 (A/67, núm. 5.041; Po-

nente: señor CRUZ CUENCA), según la cual... "la introducción de las denominadas NOC
en nuestro Ordenamiento está ligada al régimen de Convenios Colectivo Sindicales de
carácter normativo...", fórmula que reitera la STS, 4.a, de 6 de noviembre ile 1%9
(A/69, núm. 4.958; Ponente: señor SUÁREZ MANTEÓLA). Por su parte, la Sentencia de la
Audiencia Territorial de Valladolid He 13 de marzo dt 1965 (JCA, núm. 1.502) afir-
ma también el «nmarcamiento de k NOC en la normativa de los Convenios Colectivos,
cuando dice que... "no pueden 9er distintos el régimen de estas reglamentaciones (NOC)
y el de lo« convenios al que sustituyen...".
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Alguna sentencia (143) ha llegado a posiciones más extremas, al
hablar (con referencia a la impugnación de las NOC) de «el acuerdo de
aprobación del Convenio Colectivo, que, en efecto, supone las NOC dic-
tadas por el Delegado de Trabajo...» (144).

En cuanto a la doctrina mantenida por la Administración labora],
a través de las Resoluciones de la Dirección General de Trabajo, desde
hace ya algunos años se ha afianzado, con diferencias de matiz, la te-
sis según la cual las NOC tienen naturaleza de Reglamentaciones de
Trabajo; tesis ésta, repetida en diversas resoluciones, pues en ella ha
basado la referida Dirección General la inadmisión de los recursos ad-
ministrativos frente a las Resoluciones de las Delegaciones Provincia-
les (o el Ministro, las de la Dirección General), aprobando nna NOC.
Valga como muestra la Resolución de la Dirección General de Orde-
nación del Trabajo de 17 de julio de 1965 (145), según la cual «las NOC,
dictadas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley de 24
de abril de 1958 y artículo 13 y 16 del Reglamento del 22 del mismo
año, así como la Orden de 27 de diciembre de 1962, en cuanto emana-
das de la potestad reglamentaria que la Administración Laboral ostenta,
participan de la naturaleza de las Reglamentaciones de Trabajo, elabo-
radas con arreglo a la Ley de 16 de octubre de 1942». Doctrina reiterada
en Resolución de la Dirección General de Ordenación del Trabajo de 22
de noviembre de 1965 (146), 25 de enero de 1966, etc. (147).

Resulla curioso observar cómo, consciente o inconscientemente, el
tenor de las Resoluciones de la Dirección General de Trabajo va pro-
gresivamente restando énfasis a la tesis que acabamos de enunciar. Así,
por ejemplo, en la Resolución de la Dirección General de Trabajo de
20 de enero de 1967 se sustituye la fórmula, «las Normas de Obligado
Cumplimiento... participan de la naturaleza misma de las Reglamen-
taciones de Trabajo» (RDGOT, 25 de enero de 1966), por la más miti-

(143) STS, 4.», de 17 de febrero de 1966, A/66, núm. 1.034; Ponente: señor
OLIVES.

(144) Por el contrario, y fijándose en el mismo aspecto —recurribilidad o no de
la NOC—, en la STS, 4.» de 22 de diciembre de 1968 (A/69, núm. 38: Ponente: señor
OLIVES), el mismo Ponente dirá...: "no ofrece duda ninguna de que toda Norma im-
puesta (NOC) equivale a Convenio desaprobado, susceptible, en consecuencia, de los re-
cursos pertinentes ante la Autoridad laboral superior..." (encuadradando, pues, asimismo,
a la NOC en el marco normativo de los Convenios Colectivos, donde se prevén tales
recursos).

(145) BOMT, VIII (1965), ref. 7-158.
(146) BOMT, VIII (1965), ref. 11-97.
(147) BOMT, IX (1966), refs. 1-99 y 11-100.
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gada de «naturaleza semejante a las Reglamentaciones de Trabajo» (148),
e incluso la detallada e importante Resolución de 10 de abril de 1967 (149)
parece más bien conectar la naturaleza de Reglamentación de Trabajo,
«que indudablemente ha de alcanzar a las NOC» con el carácter norma-
tivo de las mismas, ya que, por otra parte, la citada Resolución, en este
punto, hace repetidas referencias a la Sentencia del Tribunal Supremo
de 27 de abril de 1966 arriba mencionada (y cuyo sentido es perfecta-
mente opuesto al paralelismo NOC-Reglamentación de Trabajo) y re-
coge de la misma idea, según la cual «las NOC deben surgir por los es-
trechos moldes del artículo 8 de la Ley de Convenios Colectivos y 13 y 17
de su Reglamento».

En fin, es necesario apuntar cómo la Dirección General (RDGOT de
17 de julio de 1965) (150) extiende la naturaleza de las Reglamentaciones
de Trabajo a la norma que resulla de la Resolución del Delegado Pro-
vincial inhibiéndose de dictar NOC y limitándose a prorrogar por un
año la vigencia del Convenio anterior.

b) Tesis que se mantiene.

¿Cuál es, de estas posiciones, la que nos parece más adecuada? ¿La
Norma de Obligado Cumplimiento es una institución paralela a la Re-
glamentación de Trabajo, al Convenio Colectivo, o, quizá, es algo dis-
tinto, un tertium genus?

La respuesta depende indudablemente de la toma de posición previa
sobre el valor y significado del estudio de la naturaleza jurídica de un
instrumento del derecho. Si de lo que se trata simplemente de reconocer
o no su independencia y específica configuración dentro del sistema de
normas profesionales, es incuestionable su autonomía, su configuración
propia y sus límites precisos con respecto a las restantes reglas de fija-
ción de condiciones de trabajo.

Conforme a este criterio cabría diferenciar las NOC de la Reglamen-
tación de Trabajo en base a múltiples motivos. La Reglamentación de
Trabajo implica el ejercicio de una potestad reglamentaria profesional,
otorgada genéricamente por el Ordenamiento al Ministro de Trabajo.
Al ejercitarla, la autoridad laboral realiza directamente el interés de la

(145) BOMT, X (1967), ref. 2-109.
(149) BOMT, 10 (1967), ref. 4-62.
(150) BOMT, VIH (1965), ref. 7-158.
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colectividad concretado en un sector profesional y "territorial determi-
nado. La iniciación del expediente de dictado de una Reglamentación
no exige una actitud previa de parte alguna ajena a la propia Adminis-
tración; depende claramente de la voluntad administrativa, que enmarca
el ámbito de eficacia de la norma. Por el contrario, la NOC implica la
existencia de unas actitudes previas a las partes contratantes y de la
propia autoridad sindical, con carácter de condiciones del ejercicio de la
potestad normativa específica de la autoridad laboral. El ámbito de vi-
gencia de la norma se da perfectamente configurado al entrar el expe-
diente en la esfera de competencia de la Administración.

La NOC, asimismo, y según reiterada tesis de la Dirección General de
Trabajo, «e3 un acto único que pone fin al expediente de Convenios Co-
lectivos Sindicales (y por tanto), es evidente la imposibilidad de introdu-
cir modificaciones y adiciones en él, mientras tanto permanezca en vi-
gor» (151). Por su parte, y según reconoce la STS, Sala 4.a, de 5 de ju-
lio de 1961 (152): es innegable la facultad del Ministro de Trabajo,
«no sólo para elaborar Reglamentaciones, sino también para modificar-
las cuando las circunstancias lo aconsejen» (153).

A más abundamiento, la NOC tiene un «carácter provisional»; nace
con una condición resolutoria, consistente en el nacimiento de un acuerdo
posterior entre las partes contratantes, según se afirma explícitamente
en la disposición adicional segunda del Reglamento de Convenios Co-
lectivos Sindicales, adicionada por Orden de 1 de junio de 1960. En
consecuencia, en cualquier momento en que las partes interesadas lleguen
a un acuerdo, terminará su vigencia.

Evidentemente, el carácter de la Reglamentación de Trabajo es, a
efectos, absolutamente distinto del de la NOC (154), ya que su vigencia
no puede estar pendiente de que se alcance un acuerdo posterior, y ni

(151) Resoluciones de la Dirección General de Ordenación del Trabajo de 20 de
enero de 1967 (BOMT, X, 1967, ref. 2-109). Vid. también Resolución de la Direcció.»
General de Ordenación del Trabajo de 9 de abril de 1965 (BOMT, VIII, 1965, reí. 8-67).

(152)
(153) En este sentido, vid., por ejemplo, Orden Ministerial de 22 de mareo de 1969,

que modifica las Reglamentaciones de Trabajo para Porterías de Fincas Urbanas de
determinadas poblaciones (BOMT, XII, 1969, ref. 3-105).

(154) Cfr. B. M. CREMADES : El derecho transitorio en la paclación colectiva, Sevi-
lla (Ed. García-Oviedo), 1968, pág. 128, "afirma, a diferencia de lo que sucede con las
relaciones del Convenio Colectivo y Reglamentación de Trabajo —frente a la cual ca-
rece de eficacia jurídica derogatoria—, el legislador ha querido que el nuevo Convenio
Colectivo derogue las NOC dictadas con anterioridad"...

83



JAIME MONTALVO CORREA

siquiera pueden los Convenios Colectivos dejar sin efecto lo establecido
en disposiciones generales de ordenación del trabajo (155).

Tampoco puede afirmarse, siguiendo el criterio arriba apuntado, que
la NOC tenga, en purMad, naturaleza de Convenio Colectivo, esencial-
mente, ya que, aparte otras razones, mientras la base jurídica de esto es
de «naturaleza consensual» (156), las NOC son dictadas en defecto de
este consenso, surgen precisamente para suplir o sustituir un Convenio
Colectivo devenido, imposible o ineficaz.

En conclusión, y por lo que al referido criterio respecta, no cabe
duda que es imposible atribuir a la NOC una naturaleza jurídica que
corresponda a cualquiera de las figuras jurídicas existentes, pues su ca-
racterización es necesariamente distinta.

Abora bien, si tenemos en cuenta el carácter puramente instrumental,
de resolver lagunas normativas a faltas de reglas expresas, que tiene el
preguntarse sobre la naturaleza jurídica de una figura jurídica, si se
trata de buscar el género del cual la NOC es especie, entonces si tendrá
sentido el optar por alguna de estas posiciones.

No cabe duda de que la.Norma de Obligado Cumplimiento, según
tuvimos ocasión de estudiar, es manifestación del ejercicio de la po-
testad de dictar normas profesionales, atribuido por la Ley de Regla-
mentaciones al Ministro y extendido por la Ley de Convenios Colectivos
a las Delegaciones Provinciales y a la Dirección General de Trabajo;
en este sentido, cabe constatar la semejanza de laa NOC y las Reglamen-
taciones de Trabajo, ambas son normas abstractas e imperativas, ambas
tienen un carácter profesional. Además, la NOC tiene un carácter im-
puesto, carece de una base negocial, de la misma forma que las Regla-
mentaciones de Trabajo; acuerdo que sustenta, por el contrario, a los
Convenios Colectivos que, no obstante, comparten el carácter normativo
e imperativo de las citadas normas (157).

Sin embargo, y éste es el criterio básico a efectos de hallar la natu-
raleza jurídica de la NOC, ésta nace forzosamente dentro de los cauces
estrictos que le marca la Ley de Convenios Colectivos y su Reglamento,
como afirmó la sentencia del Tribunal Supremo de la Sala 4.* de 23 de

(155) Vid. extendida jurisprudencia: así, STS, 4.», de 8 de febrero de 1964, A/1.091;
STS, 4.*, de 30 de junio de 1964, A/3.909; STCT de 3 de marzo de 1964, JS/64, 4, nú-
mero 899, etc.

(156) STS, 4.», de 15 de diciembre de 1966, A/66, núm. 5.862; Ponente: señor
BECERRIL.

(157) Cfr. STS, 4.*, de 27 de febrero de 1965. Jurisprudencia contencioso-administra-
liva (Ed. Santillana), núm. 1.599.
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LA NATURALEZA JURÍDICA DE LAS NORMAS DE OBLIGADO CUMPLIMIENTO

diciembre de 1967 (158): «la introducción de las denominadas Normas
de Obligado Cumplimiento, en nuestro Ordenamiento jurídico laboral,
está ligada al régimen de Convenios Colectivos Sindicales de carácter nor-
mativo, surgiendo como supletorio, ante la frustración de lo pactado»...
«La NOC —dice la Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala 4.a de 27
de abril de 1966 (159)— representa, en todo caso, la excepción en esta
legislación sobre Convenios Colectivos... Por lo mismo, la NOC es siem-
pre de naturaleza restringida y tan sólo debe surgir a través de los es-
trechos moldes del artículo 8 de la Ley y 13 y 17 (sic) del Reglamento,
en los que se parte de gestiones verdaderamente contractuales, desarrolla-
das con indudables puntos de avenencia,'aunque sin llegar a concertar
detalles más o menos intrascendentes; pues lo contrario, desnaturalizaría
la propia legislación de Convenios Colectivos».

Así, de acuerdo con lo expresado, tanto con respecto a los ámbitos de
aplicación de la NOC, ya sean personales, territoriales, temporales o ma-
teriales (160) como con relación a la concurrencia de normas, ciertos
aspectos de la tramitación, etc., será la normativa aplicable a los Conve-
nios Colectivos, la que, a falta de precepto propio, rija supletoriamente
para las NOC.

En resumen, la NOC tiene un paralelismo con la Reglamentación en
cuanto manifestación (específica en el caso de la Norma) de la potestad
reglamentaria que en materia de fijación de condiciones de trabajo tiene
la Administración Laboral. Pero, y esto es lo esencial, en aquellos casos
en que falta el precepto concreto será en los cauces de las normas sobre
contratación colectiva, donde haya que buscar las reglas supletorias (161).

(158) A/67. núm. 5.041; Ponente: señor CRUZ CUENCA.
(159) A/66. núm. 2.129; Ponente: "señor OLIVES.
(160) Cfr. E. BORRAJO: Introducción al Derecho español del Trabajo, t. ü . cit., pá-

gina 187.
(161) Vid. Sentencia de la Audiencia Territorial de Valladolid • de 13 de marzo

de 1965. JCA/1966, ref. 1.552...; "en todas las hipótesis señalarlas (de dictado de una
NOC), el fundamento de la facultad normativa de la autoridad laboral consiste en procurar
provisionalmente Misp. ad. 2.a, agregada al Reglamento por Orden He 1 de junio de 1960)
una regulación jurídica a las relaciones laborales entre los interesados, una vez que és-
tos han manifestado terminantemente 9U voluntad de regularlas (sic) por Convenio. De lo
que se infiere, además, que no pueden ser distintos el régimen de estas Reglamentaciones
y el de los Convenios al que sustituyen...". Asimismo, STS, 4.a, de 14 de noviembre
de 1968, A/69, núm. 751; Ponente: señor FERNÁNDEZ VALLADARES.
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